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La experiencia de planificación urbana en América Latina durante el siglo XX produjo 
ciudades desequilibradas con un urbanismo incompleto en términos generales, porque no ha 
existido un enfoque y direccionamiento como urbanismo público sino un urbanismo ligado 
especialmente a la construcción y al desarrollo inmobiliario, olvidando y no reconociendo la 
construcción y producción de ciudad como bien colectivo. Esto ha generado grandes 
desigualdades a partir de la distribución inequitativa del uso del suelo, creando unas ciudades 
fragmentadas y segregadas socialmente y con muy pocas oportunidades para la mayoría de la 
población. 
Frente a esta tendencia, Colombia a partir de la constitución de 1991, ratifica una nueva 
concepción de la propiedad, la cual no solo tiene características de función social sino 
también ecológica y redefine el papel del Estado bajo el enfoque social de derechos para 
orientar el ordenamiento del territorio y la gestión y uso del suelo, bajo la autonomía de los 
municipios a través de la función pública del urbanismo que se ve reflejada en la Ley 388 de 
1997 (Ley de Reforma Urbana), para el ordenamiento del territorio a través de los Planes de 
Ordenamiento Territorial (POT) y sus instrumentos complementarios como los planes 
parciales, que permiten el desarrollo y ejecución de los suelos de renovación urbana. 
En concordancia con lo anterior, la ciudad de Medellín según el Departamento 
Administrativo de Planeción(DAP, 2014) estableció en el POT del año 2006, nueve 
polígonos clasificados en suelo de renovación, de los cuales fueron aprobados cinco planes 
parciales y con un potencial de desarrollo de 2.599 unidades de viviendas de interés social, 
pero que a la fecha no se han concretado; y los que han iniciado un proceso de ejecución 
como Naranjal, encuentran dificultades en concretarlas, especialmente por el precio de la 
tierra en los suelos de renovación y por la incapacidad financiera del proyecto para cumplir 
con la obligación de vip y destinarla a las familias del sector como respuesta a la protección a 




moradores y no al mercado como forma de recuperar la inversión.  Vale la pena aclarar que el 
tema de protección a moradores se estableció con un principio desde ley 9 del 89, pero hace 
15 años después, y no hay ningún tipo de desarrollo posterior al respecto. 
La nueva revisión y ajuste del POT, Acuerdo 48 de 2014, propone la inclusión de 39 
polígonos más en suelos de renovación, lo que genera un mayor reto para la ciudad, tanto 
para el sector público como para el privado en hacer de la vivienda de interés social un hecho 
posible en la renovación urbana. Y no solo posible sino deseable, dada la existencia de suelo 
urbanizado con redes de servicios público domiciliario, infraestructura vial, infraestructura de 
servicios y equipamientos existentes.  
En este sentido, los hogares de estratos bajos no deberían seguir siendo marginales y 
excluidos de los suelos de renovación, por el contrario, deberían beneficiarse permitiéndoles 
vivir en esos sitios que por lo general, se encuentran bien servidos. Sin embargo, las 
realidades son otras, los proyectos de renovación no han dado cabida a este tipo de hogares, 
los cuales han buscado su solución de vivienda o han sido atendidas por las políticas de la 
administración, pero en proyectos ubicados en las periferias o lejos de estar servidos de los 
privilegios de la renovación descritos anteriormente. 
Ante esta situación surge el interrogante principal ¿Cuáles han sido las dificultades para 
producir vivienda social en la renovación de la ciudad? y otras como, ¿Por qué no se ha 
hecho vivienda de interés social en los suelos de renovación? ¿Qué se necesita para concretar 
este tipo de vivienda? ¿Cómo hacer de la vivienda de interés social un mecanismo de 
protección a moradores? ¿Qué metodología implementar para la vivienda de interés social? 
Estas preguntas con sus respectivas respuestas ayudarán a identificar los dilemas de la 
vivienda en los suelos de renovación, las principales causas que han originado la baja oferta 
de este tipo de vivienda en los suelos de renovación, el déficit de vivienda para los estratos 
socioeconómicos bajos y la falta de estrategias que ayuden a que las familias con un alto 




arraigo en estos territorios, sean la demanda para la oferta de vivienda de interés social de los 
suelos de renovación de la ciudad.   
La necesidad de analizar esta situación de la vivienda frente a los suelos de renovación y 
de generar una oferta de vivienda social, acorde al modelo de ciudad y a las carencias de la 
comunidad, crea la necesidad de identificar cuáles han sido las dificultades para producir 
vivienda social en la renovación urbana de Medellín, desde la adopción y ejecución de los 
mismos, por lo anterior, el presente trabajo de grado se estructura en tres capítulos, los cuales 
se describen a continuación: 
El primer capítulo Aproximación de Conceptos pretende desarrollar la definición, el 
enfoque teórico y antecedentes técnicos, normativos e institucionales de las principales 
variables objeto de estudios que son: i) Vivienda Social, ii) Renovación Urbana; iii) 
Protección a Moradores. A partir de los conceptos encontrados y desarrollados en este 
capítulo, se continua con el segundo capítulo Vivienda Social y Renovación que es el más 
relevante para este trabajo de grado, puesto que es el punto de partida del análisis y la 
articulación de los temas que ayudarán a orientar el rumbo de las respuestas a las preguntas 
de análisis y desarrollar el objetivo general del trabajo final que es identificar las dificultades 
que ha tenido la ciudad de Medellín para producir vivienda social en los suelos de renovación 
urbana. Así entonces, el desarrollo analítico de los aspectos más relevantes de las variables de 
estudio, ayudaran a la comprensión de los conflictos, dilemas, sus dimensiones y el contexto 
presente en cada una de éstas. Finalmente, el capítulo tres Reflexiones Finales, pretende a 
partir del análisis generado en los otros capítulos, establecer las principales conclusiones de 
los dilemas de la vivienda en los suelos de renovación, describir las principales estrategias 
que se deben implementar para lograr una relación directa entre vivienda social y renovación 
donde se generen dinámicas socio espaciales y no físico espaciales, y finalmente realizar un 
acercamiento metodológico que incorpore los lineamientos para su concreción y aporte a una 




política de protección a moradores, en el marco de los retos y objetivos del nuevo Plan de 
Ordenamiento Territorial adoptado para Medellín en octubre de 2014. 
El desarrollo del trabajo y de los capítulos expuestos anteriormente desde el campo laboral 
como profesional permitió lo siguiente: 
 Entender que desde la parte conceptual los procesos de renovación siempre estarán 
ligados a transformaciones físicas, sin embargo, es un reto desde la planeación 
urbana y regional, hacer de la renovación un proceso enfocado a la mejora de las 
condiciones de habitabilidad para una población vulnerable que se asienta por 
diversas razones en este tipo de suelos. 
 Que no podemos seguir equivocándonos en la implementación de los procesos de 
renovación urbana, pues finalmente la renovación es el futuro de las ciudades y si 
se sigue improvisando en su puesta en marcha, perderemos la oportunidad de 
integrar los procesos de trasformación físico espacial con los socio espaciales. 
 El desafío entonces de los procesos de renovación, es a empezar a reconocer y 
valorar estos territorios deteriorados y hasta marginados, en verlos como parte de 
la solución para incluirlos en una ciudad compacta y diversa, en pensar en la 
solución de sus problemas estigmatizados, en analizar y planificar sus 
problemáticas físico y socio espaciales como una unidad sociológica y colectiva, 
en adoptar perspectivas renovadoras con políticas sociales que apunten a la 
protección a los moradores, en implementar instrumentos de gestión y financiación 
que acompañen la materialización de esta planificación la cual además no puede 
ser asumida únicamente por el sector público, es un reto que también deben asumir 
los privados aportando procesos constructivos con inclusión y de servicio a la 
ciudadanía, además es importante también que se inicien procesos sociales 




vinculantes que permitan el disfrute a las personas más vulnerables evitando así la 
segregación urbana social consecuente de los procesos de renovación. 
 
  





Esta profundización se desarrolla para identificar las dificultades que ha tenido la ciudad 
de Medellín para producir vivienda social en los suelos de renovación urbana, para proponer 
a partir de su análisis, un acercamiento metodológico que incorpore los lineamientos para su 
concreción y aporte a una política de protección a moradores. 
Esta exploración y análisis que relaciona renovación, vivienda y protección a moradores es 
abordada bajo un método de tipo analítico, que ayuda a caracterizar las variables y factores 
que inciden en la concreción física y social de la vivienda de interés social en los suelos de 
renovación urbana, evaluar el cumplimiento de vivienda de interés social que se ha tenido en 
los suelos de renovación urbana en Medellín en el marco del Plan de Ordenamiento 
Territorial 1999/2006/2014 y establecer los lineamientos para la definición de una 
metodología que permita la implementación de la vivienda de interés social en los procesos 
de renovación urbana como parte de una política de protección a moradores. Se podrá así 
identificar cuáles han sido las principales dificultades y cambios de enfoque desde los 
diferentes momentos del POT para la producción de vivienda social en la renovación urbana. 
Al igual se pretende identificar tensiones en orden de escala, temporalidades y lógicas 
hacia donde las metas de vivienda con el POT permiten cumplir o no la meta de vivienda 
social, pues finalmente el POT debe ser en la escala municipal el marco de actuación en 
términos de gestión para las metas de los gobiernos. 
Este estudio adquiere especial relevancia cuando la evaluación del cumplimiento de 
vivienda social y con ella la identificación de sus dificultades en su concreción tanto física 
como social, puede constituirse en un referente para proponer una metodología que incorpore 
los lineamientos para su concreción y/o aporte a una política de protección a moradores. 
Desarrollo de la investigación. Para efectos del análisis del tema de estudio, se trabaja 
con tres variables enmarcadas en lo físico espacial y en lo social, las cuales permiten abordar 




el tema de estudio, indagar por las dificultades de la vivienda social en la renovación y 
reconocer la importancia de la relación entre las mismas:  
 
Gráfico 1. Interrelación de las variables para la lectura de las dificultades y su relación 
Fuente: Construcción Propia 
Variable vivienda. En esta variable que está enfocado al análisis del desarrollo de la 
vivienda social, se desarrollan aspectos relacionados con la definición de la vivienda, su 
clasificación, sus efectos en los procesos constructivos y de construcción de ciudad, sus 
factores principales y su normativa general.  
Variable Renovación. Además de desarrollar el concepto, se analizan  los atributos a 
partir de los cuales se establece la renovación, sus características principales, su marco 
normativo y sus cambios (conceptuales y metodológicos) en la era POT. 
Variable Protección a Moradores. En esta variable se busca reconocer la importancia 
que tiene la protección a moradores en los proceso de renovación de ciudad. Así mismo se 
hace énfasis en la necesidad de proponer lineamientos que deberían estar presentes en una 
metodología para llevar a cabo la protección a moradores. 
El proceso de análisis se divide en tres fases: 





Gráfico 2  Fases del proceso de análisis 
Fuente: Construcción propia 
1. Fase I Exploración: se hace una revisión documental, se construye un referente 
conceptual, jurídico e institucional y se inicia un acercamiento bibliográfico de las 
variables identificadas.  
2. Fase II Interpretación: se realiza una interpretación de los conceptos de las variables 
para construir la relación existente entre las mismas, se evalúan los resultados de la 
aplicación de las variables, se revisan y analizan experiencias relacionadas con el 
tema de estudio y se organiza la información trascendental para el tema. 
3. Fase III Conclusiones: En esta fase luego del análisis realizado, se hace una 








I. CAPITULO Uno: Aproximación de Conceptos 
El marco conceptual que se desarrolla en el presente trabajo pretende desarrollar la 
definición, el enfoque teórico y antecedentes técnicos, normativos e institucionales de las 
principales variables objeto de estudios que son: 
 
A continuación se empiezan a desarrollar cada una de las variables: 
1.1 Vivienda Social 
a) Referente Conceptual. 
De acuerdo con (Naciones Unidas, 2004), “una vivienda adecuada significa disponer de un 
lugar donde poder aislarse si se desea, con espacio y seguridad adecuada, iluminación y 
ventilación e infraestructura básica adecuadas y una ubicación apropiada en relación con el 
lugar de trabajo y servicios básicos. Todo ello a un costo razonable”. Esta definición, permite 
establecer si una vivienda es o no una solución válida, según sus características físicas 
internas -funcionalidad y confort-, su dotación de infraestructura básica -servicios públicos, 
vías, transporte y equipamiento social- y su localización urbana, rural-. Adicionalmente, una 
vivienda debe garantizar que el grupo familiar pueda desarrollar procesos de interrelación 
entre sus miembros y también permitir que cada uno de sus miembros pueda realizar 
actividades personales, según sus tradiciones culturales. 
Revisando la concordancia de esta definición con la Constitución Política de Colombia, 
ésta establece en su Artículo 51 el Derecho a la vivienda digna como un presupuesto de la 
materialización de la dignidad humana, principio pilar de los fines del Estado: “Todos los 
colombianos tienen derecho a vivienda digna. El Estado fijará las condiciones necesarias 
1. Vivienda Social 
2. Renovación Urbana  
3. Protección a Moradores 




para hacer efectivo este derecho y promoverá planes de vivienda de interés social, sistemas 
adecuados de financiación a largo plazo y formas asociativas de ejecución de estos 
programas de vivienda’’ Esto evidencia que existe un reconocimiento normativo del derecho 
a la vivienda en la Constitución Política colombiana y que establece para el Estado una 
responsabilidad como garante de carácter asistencial, donde el Estado debe proporcionar las 
herramientas necesarias para proporcionar a los colombianos una vivienda en términos de 
igualdad. 
La Corte Constitucional en Sentencia T-308 (1993: 14) expone que el derecho a la 
vivienda digna consagrado por la constituyente en el Artículo 51 de la Constitución, hace no 
solo referencia a la adquisición de vivienda “[…] sino vivienda acorde con el valor de la 
persona humana, proyecto de vida plena libre y autorealizada.’’ En este mismo sentido, la 
Corte señala: “El derecho a la vivienda implica el reconocimiento de la dignidad humana, lo 
cual se traduce en un conjunto de condiciones materiales y espirituales de existencia del ser 
humano que permita vivir con cierta calidad, con el fin de permitir un espacio idóneo para el 
libre desarrollo de la personalidad”.  
Como complemento a este aspecto normativo, en la ciudad de Medellín y solo 20 años 
después de la promulgación de la Constitución, la vivienda empieza a desarrollarse como un 
sistema, el cual se materializa con la formulación del Plan Estratégico Habitacional de 
Medellín 2011, el cual es un instrumento de política pública que busca orientar el quehacer de 
los actores del sistema habitacional a partir de la definición de una visión que apuesta por 
territorios integrados, incluyentes, habitables y equitativos (ISVIMED, 2015).  Dicho Plan 
define la vivienda como un bien meritorio, soporte material y medio para la satisfacción de 
necesidades humanas vitales y existenciales. Es un concepto integral, que hace de la vivienda 
un elemento fundamental para el desarrollo de la persona, de los grupos familiares y para la 




socialización, en este sentido, tener acceso a una vivienda adecuada es una de las condiciones 
necesarias para una vida digna. 
La vivienda concebida dentro del Sistema Habitacional contribuye a la construcción y 
consolidación de los tejidos barriales y veredales como ámbitos socio espaciales para el 
diálogo de saberes, de actuaciones integrales, integradas e integradoras de los diversos 
actores implicados en el sistema para garantizar el ejercicio de la ciudadanía activa, el goce 
efectivo de los derechos y la gobernabilidad democrática de los asentamientos humanos. 
(Alcaldía de Medellin, 2011, pág. 28). Condiciones que le generan a la vivienda un enfoque 
territorial pues se convierte en un factor de identidad, arraigo y de desarrollo territorial. 
Revisando otros conceptos de vivienda esta es vista como una necesidad humana 
fundamental. 
Casa, vestido y sustento son necesidades humanas fundamentales.  Su carencia priva al ser 
humano de una vida digna y constituye una injusticia estructural, por ser consecuencia de 
una inequitativa distribución del ingreso y de la desigualdad creciente.  Por tratarse de una 
injusticia social, su solución implica al Estado y a la sociedad en su conjunto.  Los Estados 
tienen la obligación de generar las condiciones, instrumentos, apoyos y facilidades que 
permitan a todas las personas, con participación y sin discriminación alguna, disponer de 
una vivienda adecuada. (Ortiz Flores, 2011, pág. 16) 
En esta perspectiva, la vivienda pasa a ser un derecho social legalmente regulado, que 
comparte con los demás derechos humanos sus características de universalidad.  
De acuerdo con (Naciones Unidas, 2004), “para satisfacer el derecho a una vivienda 
adecuada se debe garantizar: seguridad jurídica de tenencia; disponibilidad de servicios, 
equipamientos e infraestructura; asequibilidad (gastos viables o soportables); accesibilidad 
(no discriminación); habitabilidad (espacio suficiente, seguridad, privacidad, iluminación y 
ventilación adecuada); lugar adecuado (seguro, ambientalmente sano, accesible a opciones de 




empleo), y adecuación cultural”.  Características propias de la Renovación Urbana.    
Sin embargo, Agudelo, Vaca y García (2013)  aseguran que la vivienda ha sido 
distorsionada desde el mercado al establecerla como una mercancía y no como un producto 
que satisface una necesidad básica (…) Y el producto final es una ecuación entre la 
intervención el costo de la tierra, la densidad, el área del lote y el costo de la construcción. La 
tendencia es a disminuir el área del lote, para aumentar densidad y reducir el costo de la tierra 
por unidad.  (Metrovivienda, 2002).  
De acuerdo a los conceptos anteriores, vistos desde Naciones Unidas, la misma 
Constitución Política de Colombia y por último el Sistema Habitacional de Medellín, la 
vivienda es un bien meritorio, soporte material y medio para la satisfacción de necesidades 
humanas vitales y existenciales; en este sentido, tener acceso a una vivienda adecuada es una 
de las condiciones necesarias para una vida digna, fundamental para el desarrollo de la 
persona, de los grupos familiares y para la socialización, la vivienda dinamiza las actividades 
productivas y como expresión material de la cultura, es un factor de identidad, arraigo y de 
desarrollo territorial.  
En consecuencia la vivienda como necesidad básica ha tenido una desvalorización ya que 
la misma demanda ha hecho que se convierta en una mercancía. De ahí la importancia del 
Estado en la producción de vivienda y que esta no se quede en la producción de terceros o del 
mercado inmobiliario. 
La vivienda debe ser considerada como satisfactor social, lo que implica la acción de un 
organismo público proveedor que la produce y la adjudica en derecho a sus habitantes, en 
propiedad, arrendamiento o uso. El papel del Estado se trasforma así en facilitador: deja de 
producir directamente para centrar su actividad en la canalización de apoyos, subsidios y 
mecanismos de crédito de largo plazo que permitan trasformar a sus habientes en clientes 
del mercado habitacional. 




Sin embargo en términos reales, buena parte de la vivienda no es producida 
exclusivamente por el Estado, también se produce de manera social y responde a la 
práctica social, a la forma en que la mayor parte de la gente produce su vivienda, de 
acuerdo con la dinámica de sus recursos, posibilidades, necesidades y sueños.  El concebir 
la vivienda como proceso autogestionado puede permitir atender a más familias; lograr 
producción masiva; atender a sectores de bajo ingreso; estimular la movilización de otros 
recursos sociales; orientar mejor los subsidios y bajar su monto; lo que se adapta mejor a 
la realidad económica y a la dinámica de las familias pobres.  Se logra atender así aun 
mayor número de familias más pobres y alcanzar mayor impacto social con los recursos 
disponibles. La vivienda como proceso, con estas características lleva aparejado el 
concepto de vivienda incremental o progresiva, pero también requiere que se contemplen 
adecuadamente, desde el inicio, las necesidades de la familia destinataria. 
La vivienda como bien social potencialmente abundante, es la vivienda que produce la 
gente, en condiciones de pobreza y sin apoyos, resulta ser la más común y la que suele 
generar, una vez se consolida, un nivel más alto de satisfacción para sus usuarios. Se 
produce bajo formas capaces de potenciar los recursos financieros limitados de sus 
habitantes.  Se parte de un concepto mucho más rico de recursos: las propias habilidades; 
el apoyo mutuo; la solidaridad; el uso de materiales locales reciclados; la imaginación; el 
ahorro popular bajo control social o el ahorro en materiales; el uso de tiempos libres; la 
supervisión directa del proceso productivo por los interesados; las formas de 
comunicación y negociación popular sobre precios, oferta, oportunidades, y la vinculación 
de los procesos de vivienda con actividades económicas y lúdicas, que incrementan la 
capacidad financiera de los participantes.  
Finalmente, considerar la vivienda como acto de habitar o de ocupar un espacio es un fruto 
cultural y como tal se articula no sólo a un lugar sino a su historia y su entorno social, 




natural y construido.  Implica una relación cultural e incluso afectiva entre quien la habita 
y el lugar que ocupa; es fruto de los procesos de poblamiento de un territorio; deja huellas, 
trazas urbana e íntimas; es un producto vivo, que soporta el tiempo, que se adapta a la vida 
cambiante de la familia y a las trasformaciones del contexto; genera arraigos, nostalgias y 
regresos; manifiesta diferencias individuales y expresiones colectivas; es generadora de 
ciudad; se caracteriza por producir espacios de diversidad y armonía, exalta la vida. 
Constituye, en suma, un acto poético. (Ortiz Flores, 2011, pág. 22) 
De acuerdo con lo anterior, la vivienda debe entenderse como el activo más importante 
que posee la población y una de las necesidades básicas que busca tener todo ser humano en 
procura de seguridad y bienestar. Por ello, se puede afirmar que la vivienda no solo puede 
entenderse como una mercancía o producto que satisface una necesidad básica, sino que 
además tiene una función fundamental como condición para el desarrollo de las capacidades 
de los seres humanos y como un bien indispensable para la elevación de las condiciones de 
vida de los individuos y sus familias, especialmente los más pobres. (Agudelo et al., 2013) 
Clasificación de la Vivienda. 
En el campo de la planeación, política y gestión de la vivienda, tanto en Colombia como 
en la mayoría de los países del mundo se pueden diferenciar dos grandes divisiones, la que 
tiene que ver con la destinada a los sectores más pobres de la población y las viviendas o 
soluciones habitacionales para los demás habitantes. 
En Colombia el primer tipo se conoce con el nombre de vivienda de interés social (VIS),  
el otro tipo, de vivienda de No interés social (No VIS). A continuación se hace una lectura 
general de cada una de las tipologías: 
 Vivienda de Interés Social VIS 
El Estado Colombiano incorporó la vivienda de interés social, enfocada hacia los grupos 
sociales que, debido a sus bajos ingresos, no pueden adquirir vivienda a través de 




mecanismos netamente comerciales. Este tipo de vivienda se define como un bien de 
mérito no mercantil, convenida socialmente como responsabilidad del Estado y cuya 
privación afecta las dotaciones iníciales, el desarrollo de capacidades y el nivel de calidad 
de vida.(Ortiz Flores & Zárate, 2004) 
Dentro del ordenamiento jurídico no se encuentra un concepto de Vivienda de Interés 
Social que consulte el aspecto cualitativo de la misma; la definición legal que inicialmente 
dio la Ley 9 de 1989 en el Artículo 44 se limitó a señalar unos topes máximos al precio o 
valor de la venta para este tipo de bienes, pero no estableció un referente de condiciones 
mínimas de habitabilidad; luego la Ley 388 de 1997 en el Artículo 91, adicional el concepto 
de Vivienda de Interés Social, incorporándole el adjetivo de derecho y señalándole como 
destinatarios del mismo a los hogares de menores ingresos; no obstante, sigue conservando la 
descripción cuantitativa de VIS, pero dispone que los topes de los valores de VIS serán 
asignados por cada gobierno en el Plan Nacional de Desarrollo. 
Dice el Artículo 91 de la Ley 388 de 1997: 
"Se entiende por viviendas de interés social aquellas que se desarrollen para garantizar el 
derecho a la vivienda de los hogares de menores ingresos. En cada Plan Nacional de 
Desarrollo el Gobierno Nacional establecerá el tipo y precio máximo de las soluciones 
destinadas a estos hogares teniendo en cuenta, entre otros aspectos, las características del 
déficit habitacional, las posibilidades de acceso al crédito de los hogares, las condiciones de 
la oferta, el monto de recursos de crédito disponibles por parte del sector financiero y la suma 
de fondos del Estado destinados a los programas de vivienda. 
En todo caso, los recursos en dinero o en especie que destinen el Gobierno Nacional, en 
desarrollo de obligaciones legales, para promover la vivienda de interés social se dirigirá 
prioritariamente a atender la población más pobre del país, de acuerdo con los indicadores de 
necesidades básicas, insatisfechas y los resultados de los estudios de ingresos y gastos." 




En la figura del Plan Nacional de Desarrollo (PND) se definen tres niveles de Vivienda de 
Interés Social (VIS), que pueden ser beneficiarias de los subsidios que otorgan el Gobierno 
Nacional y las Cajas de Compensación Familiar. 
El primer nivel tiene un costo de hasta 135 Salario Mínimo Mensual Legal Vigente 
(SMMLV). Según el PND, toda vivienda que se construya en el país con un precio de 86 
millones de pesos1hacia abajo será considerada VIS. Quienes las adquieran y tengan ingresos 
inferiores a cuatro SMMLV podrán ser beneficiarios de los programas del Gobierno 
Nacional, ya sea de los subsidios directos para adquisición de vivienda o a la tasa de 
interés.   
Un segundo nivel es la Vivienda de Interés Prioritario (VIP) que tiene un precio de hasta 
70 SMMLV o 45 millones de pesos2, aproximadamente. El propósito es focalizar los recursos 
del Gobierno Nacional y de las entidades territoriales en las viviendas más baratas, que son 
las que demandan los hogares de más bajos ingresos.   
Un tercer nivel se ha denominado VIS en renovación urbana. El PND define que cuando 
se construyan soluciones habitacionales en zonas de tratamiento de renovación urbana, el 
precio podrá ir hasta los 112 millones de pesos3o 175 SMMLV. El objetivo es que las 
viviendas se hagan más cerca de los centros de trabajo y de los centros económicos de las 
principales ciudades, evitando la dispersión y el crecimiento desmesurado de las mismas. 
 No VIS 
La vivienda de No interés social se caracteriza por tener un mayor valor que las viviendas 
VIS (valor superior a los 135 SMMLV) está dirigida a los estratos medio y altos de la 
sociedad, con mayor capacidad de pago para adquirirla, bien sea financiada o de contado; por 
lo regular dispone de buenas vías de acceso, zonas verdes, canalizaciones, parques y áreas 
                                                 
1$644.350 Salario Mínimo en Colombia para el año 2015 
2Ibídem 
3Ibídem 




deportivas, buena seguridad, transporte, centros educativos, de recreación y comerciales 
ajustadas a su nivel de vida; estas condiciones de confort representan mayores costos en los 
servicios públicos, impuestos prediales, administraciones de edificios, seguridad y vigilancia, 
entre otros.(Aristizábal & Vargas, 2009) 
b) Referente Normativo 
En el marco normativo de la política de vivienda en Colombia la Constitución Política 
introduce un hecho de suma importancia que marca el inicio del desarrollo de la vivienda, a 
partir de ésta, se instaura la Ley 3 de 1991 que creó el Sistema Nacional de Vivienda y de acá 
en adelante otro conjunto de normas del orden nacional que constituye el marco sectorial de 
la actuación pública en relación con el tema del desarrollo urbano y la vivienda. Lo 
importante de este aspecto es el enfoque sistémico (autoridades, normas, competencias, 
instrumentos)  
A continuación se describen las principales normas relacionadas con la planeación, 
financiación y producción de vivienda de interés social y constituyen la raíz de las normas 
específicas restantes. 
Tabla 1 Marco normativo de la vivienda en Colombia 
NORMATIVA PRINCIPAL DE LA VIVIENDA 
Constitución Política de Colombia 
Derecho a la vivienda digna (Art. 51) 
Asigna a los Concejos Municipales la reglamentación de los usos del suelo, la vigilancia y control de la 
construcción y la enajenación de planes VIS (Art. 113,Num. 7) 
LEY ACIERTO 
Ley 9/ 89  
 
Desarrollo Municipal y Reforma 
Urbana 
 
Con la expedición de la Ley 9 de 1989, de Reforma Urbana, se introducen 
instrumentos y herramientas para la promoción de proyectos de 
mejoramiento de viviendas, servicios públicos e infraestructuras urbanas, 
así como para la legalización de asentamientos y títulos de vivienda, 
incorporándolos al perímetro urbano o de servicios. 
Reglamentó el tema de la Vivienda de Interés Social (VIS), como aquellas 
que se desarrollen para garantizar el derecho a la vivienda de los hogares de 
menores ingresos. 
Ley 3/91  
 
Sistema Nacional de Vivienda de 
Interés Social. Subsidio 
Familiar. 
 
Creo el Sistema Nacional de Vivienda de Interés Social, se establece el 
subsidio familiar de vivienda y se reforma el Instituto de Crédito Territorial. 
Ley 115/94 Se delimita la obligatoriedad de las Cajas de Compensación Familiar a 
brindar a los hijos de los trabajadores beneficiarios de subsidio familiar 
programas de educación básica y media 
Ley 388/97  
 
La entrada en vigencia de la ley 388/97 les permite a los municipios 
adquirir nuevas herramientas para la gestión territorial municipal con miras 






a alcanzar un modelo de desarrollo donde las variables biofísicas, 
socioeconómicas y culturales permitan a la comunidad que habita el área 
territorial alcanzar niveles altos de crecimiento humano sostenible. 
Ley 546/99  
 
Financiación de vivienda 
 
Esta ley establece las normas generales y señala los criterios a los cuales 
debe sujetarse el Gobierno Nacional para regular un sistema especializado 
de financiación de vivienda individual a largo plazo, ligado al índice de 
precios al consumidor y para determinar condiciones especiales para la 
vivienda de interés social urbana y rural. 
Ley 1114/06 
 




Permite la destinar recursos del Presupuesto Nacional, con el objeto de 
destinarlos al otorgamiento de Subsidios de Vivienda de Interés Social 
Urbana y Rural. 
Ley 1450/11 
 
Plan Nacional de Desarrollo 
2010-2014 
 
A través de esta ley se expidió el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 el 
cual tuvo como sector principal la vivienda, estableciendo como meta un 
millón de viviendas a través del desarrollo de macro-proyectos de vivienda 
en las ciudades grandes e intermedias. 
Igualmente, definió un nuevo concepto para la vivienda de interés social 
incorporándoles elementos y  estándares de calidad en diseño urbanístico, 
arquitectónico y de construcción y estableció un tipo de vivienda 
denominada de Interés Social Prioritaria, cuyo valor máximo será de setenta 
salarios mínimos legales mensuales vigentes (70 SMLMV). 
Ley 1469/11  
 
Disposiciones para promover el 
acceso a la vivienda 
 
Definió los mecanismos y procedimientos que permitan al Gobierno 
Nacional en conjunto con las administraciones de los municipios y distritos 
y, en ejercicio de sus respectivas competencias, promover, formular, 
adoptar y ejecutar operaciones urbanas integrales eficientes, mediante la 
figura de Macroproyectos de Interés Social Nacional, que tengan por objeto 
agilizar el proceso de habilitación de suelo urbanizable e incrementar la 
escala de producción de vivienda teniendo en cuenta el respectivo déficit de 
vivienda urbana de cada municipio o distrito 
Ley 1537/12 
 
Disposiciones para promover el 
acceso a la vivienda  
 
Introdujo el marco legal que dio vida a la gratuidad en el acceso a la 
vivienda para hogares en situación de vulnerabilidad priorizada, sin 
capacidad de ahorro ni acceso a crédito. También incluyó provisiones 
específicas para garantizar la disponibilidad de suelo destinado a la 
construcción de vivienda de interés social  
Fuente: Construcción propia 
En resumen, y sin pretender lograr una sistematización completa de la normatividad 
jurídica existente en la década comprendida entre los años noventa a la fecha, éstas son las 
normas que, con mayor relevancia, regulan el tema de la vivienda de interés social. Como se 
pudo ver en (Tabla 1), se hace alusión de manera reiterada y predominante, esencialmente 
tres temas que son de interés por su relación con el tema de estudio: 
 Definición y administración del Subsidio Familiar de Vivienda, SFV, el instrumento 
fundamental de la política, “apalancador” de los restantes recursos (ahorro y crédito) 
necesarios en el esquema de financiación definido para la producción y adquisición de la 
vivienda de interés social, VIS. 




 Desarrollo institucional. Tema relacionado con los ajustes institucionales realizados para 
la implementación de las políticas. 
 Crédito. Tema relacionado con la ubicación de recursos y la reglamentación del 
otorgamiento del crédito a los beneficiarios del SFV para completar los recursos 
necesarios para la adquisición de soluciones de vivienda. 
La Ley 3/91 formula el mayor cambio institucional desde los inicios de la acción estatal en 
el sector y, vigente aún hoy, reduce drásticamente la intervención directa del Estado en la 
producción, financiación y distribución de la vivienda. 
En el tema relacionado con la gestión y producción de suelo urbano se presenta otro 
dilema puesto que no se ha identificado un modelo de gestión adecuada tanto para el Sistema 
Habitacional como para la Gestión del Suelo, razón por la cual luego de una larga trayectoria 
de fracasos se expiden dos normas (Leyes 9/89 y 388/97) que, aunque puntuales y apenas 
desarrolladas en lo específicamente relacionado con la VIS, son las que más se han acercado 
a intervenciones estructurales en la dinámica del desarrollo urbano y la producción del 
espacio; no obstante fueron aplicadas tardíamente en la década de los noventa, sin el éxito 
esperado. 
c) Referente Institucional 
De acuerdo a un artículo desarrollado por la Universidad del Rosario (2015)4 un aspecto 
de la política de vivienda que amerita un tratamiento muy cuidadoso radica en la importancia 
de constituir y consolidar una institucionalidad sólida alrededor de la política y las entidades 
relacionadas con su desarrollo y operación que permitan garantizar el acceso y goce 
progresivo a los derechos de la vivienda y el hábitat mediante la organización dela demanda 
potencial de VIS/VIP. 
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Según el artículo la política de vivienda en Colombia se remonta a la década de los años 
treinta cuando se crearon los primeros mecanismos institucionales. En 1932, se fundó el 
Banco Central Hipotecario con el objetivo principal de promover el sector de la construcción 
a través del crédito hipotecario. Más adelante, en 1939, se creó el Instituto de Crédito 
Territorial, entidad encargada de construir y otorgar crédito para la compra de vivienda con 
algunos subsidios del Estado a la tasa de interés y al precio de la vivienda.  
Durante cuatro décadas la política de vivienda urbana y de familias de escasos recursos 
recayó en estas dos instituciones, pero en 1972 el Presidente Misael Pastrana Borrero buscó 
una nueva directriz de desarrollo económico basado, entre otras estrategias, en el 
fortalecimiento del sector de la construcción de vivienda (...). Durante este gobierno se 
crearon dos herramientas que transformarían la política de vivienda: las Corporaciones de 
Ahorro y Vivienda (CAV’s) y la Unidad de Poder Adquisitivo Constante (UPAC). 
Del modelo del UPAC de la década de los años 70, que había sido pensado para extender 
el acceso a la vivienda en un país bajo un contexto económico controlado, se pasó a un 
modelo de control sobre las tasas de interés para la compra de vivienda a través de la UVR, 
como estrategia de financiamiento.  
A partir de 1991 se presentaron cambios importantes en el sistema de financiamiento y en 
la política de vivienda estatal. Por un lado, la Constitución dejó establecido el derecho a la 
vivienda digna y, por otra parte, las herramientas financieras para otorgar créditos de este tipo 
han mejorado el volumen de recursos disponibles para los usuarios y han reducido el nivel de 
morosidad, todo esto dentro un contexto que sigue presentando algunas fluctuaciones por los 
topes oficiales a la tasa de interés que afecta los incentivos de las entidades financieras 
crediticias. 
Desde esta misma fecha, el país, y muy especialmente la población objeto, han 
presenciado cambios permanentes en las reglas de juego. A nivel del principal operador 




sectorial se ha pasado del Instituto de Crédito Territorial (ICT) al Instituto Nacional de 
Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana “INURBE”, entidad que tuvo por objeto hasta 
el año 2003, fomentar las soluciones de vivienda de interés social y promover la aplicación de 
la Ley 9a. de 1989, prestar asistencia técnica y financiera a las administraciones locales y 
secciónales y a las organizaciones populares de vivienda, así como también, administrar los 
recursos nacionales del subsidio familiar de vivienda.    
Luego del INURBE, en el 2003 se pasó al Fondo Nacional de Vivienda (FONVIVIENDA) 
que es un fondo con personería jurídica, patrimonio propio, autonomía presupuestal y 
financiera, adscrito al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, y tiene 
como objetivo consolidar el Sistema Nacional de Información de Vivienda y ejecutar las 
políticas del Gobierno Nacional en materia de vivienda de interés social urbana, en particular 
aquellas orientadas a la descentralización territorial de la inversión de los recursos destinados 
a vivienda de interés social. 
Junto con estas entidades, surgió también la Financiera de Desarrollo Territorial S.A., 
FINDETER, creada en el año 1989, es una sociedad pública, anónima, del orden nacional, 
constituido con la participación exclusiva de entidades públicas de conformidad. Como 
empresa Industrial y Comercial del Estado, su objetivo es la financiación de proyectos en 
infraestructura, enfocados a promover el progreso regional y urbano de beneficio común, 
mediante el otorgamiento de créditos tanto a entidades públicas como privadas. Dichos 
recursos son desembolsados a través de intermediarios financieros tales como bancos 
comerciales, compañías de financiamiento comercial y corporaciones financieras, mediante el 
sistema de redescuento. 
En la institucionalidad de la vivienda han ingresado también las Cajas de Compensación 
Familiar (CCF) que son entidades privadas, sin ánimo de lucro, de redistribución económica 
y naturaleza solidaria, creadas para mejorar la calidad de vida de las familias de los 




trabajadores colombianos, mediante la gestión y entrega, en subsidios.  
Estas entidades de una u otra manera han reforzado los procesos de outsourcing, la 
tercerización y centralización de la operación de los instrumentos de  la política de vivienda. 
Los mensajes han apuntado a señalarlos como cambios necesarios para superar las 
ineficiencias y los problemas de corrupción, falta de transparencia, etc. Sin embargo, es 
pertinente interrogarse acerca de los efectos que estos generan en la percepción de la 
población, especialmente en su confianza en las instituciones públicas. 
Los cambios en la programación del proceso de postulación y adjudicación del Subsidio 
Familiar de Vivienda, (SFV), la inestabilidad de los pagos a los oferentes privados, 
organizaciones populares de vivienda (OPV), las modificaciones a la reglamentación y los 
montos del subsidio, etc., que se han presentado en el pasado han integrado un escenario que 
ha deteriorado la institucionalidad de la política, con efectos profundos a nivel de un factor 
que es estratégico para el logro de los objetivos de las políticas sociales: la credibilidad de la 
población objeto, su nivel de comprensión de las reglas de juego y su interés y disposición de 
participar. 
Un componente importante del marco institucional del sector corresponde a los procesos 
de concertación de la política de vivienda con el sector privado y las organizaciones de la 
sociedad civil, lo cual aporta legitimidad y credibilidad a la acción de las entidades públicas. 
En este campo, en otros países, se han constituido instancias para garantizar la 
institucionalidad del sector, lo cual también favorece la formación de una visión estratégica o 
de largo plazo del sector de vivienda y hábitat. Estas instancias cuentan con autonomía, no 
dependen de los gobiernos. En Colombia, el Consejo Superior de Vivienda (CSV) actúa 
como instancia consultora del gobierno nacional, pero sus recomendaciones no son acogidas 
necesariamente e, incluso, no ha sido objeto de convocatoria y consulta en algunos gobiernos. 
La consolidación de una institucionalidad destacada a nivel regional se ha alcanzado en 




Chile, al establecerse, desde hace más de 25 años, un modelo de gestión estatal sobre el 
sector habitacional, acompañado de un desarrollo institucional y normativo que ha dado 
cuenta de un modelo definido económicamente, articulado de manera consistente a nivel 
macroeconómico y sectorial, viable y sostenible fiscalmente, con prioridad política en todos 
los gobiernos y baja rotación en el ministerio, con una intervención de amplia cobertura y 
efectividad en todos los mercados relacionados con la vivienda, gasto público acorde con 
unas metas de producción habitacional superiores a la formación anual de nuevos hogares, 
reglas de juego estables en el corto plazo, transparente y de alta credibilidad dentro de la 
población objeto, atención prioritaria y de subsidio total a la población en condición de 
pobreza, etc. 
En el extremo opuesto, la mayor parte de los países no han realizado una transformación 
total en el modelo de gestión sectorial, mantienen elementos del modelo universal 
combinados con subsidios directos a la demanda, un desarrollo normativo inconsistente y, por 
lo tanto, una institucionalidad de un bajo nivel de desarrollo y consolidación. Hay logros 
importantes en Costa Rica, con un sistema de subsidios directos a la demanda y, en Panamá, 
con subsidios indirectos a la tasa de interés de los créditos hipotecarios vía compensación de 
la retención en la fuente. En México, al establecer unas metas de producción de 700.000 
viviendas anuales. En Brasil el programa de vivienda del Gobierno Federal “Minha casa 
minha vida” tiene una alianza con los estados y municipios y cuenta con recursos del Fondo 
de Arrendamiento Residencial, que ha beneficiado a más de un millón de familias de ingresos 
bajos en todo Brasil. Su objetivo es reducir el déficit de vivienda en Brasil, uno de los 
problemas crónicos del país. El programa, que ahora entra en su segunda fase (2011-2014), 
pretende la construcción de dos millones de viviendas, de las cuales 60% dirigido a las 
familias de bajos ingresos. En los cuatro casos, con una institucionalidad que ha acompañado 
con efectividad estos avances (Rubinstein y Carrillo, 2001). 




En materia habitacional, Colombia ha desarrollado un marco institucional y normativo que 
es admirado en la región y que, en principio, se considera ha previsto todos los 
requerimientos importantes de la política de vivienda. Sin embargo, es evidente la existencia 
de una contradicción entre esta capacidad del sector y de las entidades públicas con los 
resultados y, especialmente, la incidencia de la política de vivienda, los cuales presentan 
logros importantes dentro de un espectro en el cual subsisten problemas que actualmente 
acumulan trayectoria de años, especialmente por insuficiencia del gasto público, fallas 
críticas en algunos de los mercados más importantes que participan en el proceso de atención 
de las necesidades habitacionales de la población más pobre, etc. 
El análisis siguiente aborda exclusivamente la vivienda de interés prioritario, VIP, en el 
orden local y luego en el marco de los últimos dos planes de desarrollo y su relación con los 
suelos de renovación urbana. 
La vivienda de Interés Social en la ciudad de Medellín al igual que en el contexto 
Nacional ha sido sometida a varias trasformaciones en su gerenciamiento, y estas decisiones 
han generado grandes problemáticas en la solución del déficit habitacional (cuantitativo y 
cualitativo) de la ciudad, dada la discontinuidad en los procesos y proyectos planteados. Más 
de 50 años han trascurrido tratando de solucionar problemas asociados a la vivienda en 
Medellín y en todo este tiempo, han sido varias las instituciones encargadas de dicho tema. 
En este contexto y bajo la intervención del Estado, se fueron creando las siguientes 
instituciones encargadas de gerenciar la vivienda en la ciudad: 
 En el año 1956, se crea la Fundación Casitas de la Providencia, con el objetivo de 
conseguir, recaudar y administrar bienes y rentas destinados a construir vivienda para los 
sectores pobres de la ciudad. (CORVIDE 45 años, 2001) 
En los años 70s, se inicia la privatización de servicios sociales, surgen las Corporaciones 
de Ahorro y Vivienda, y se inserta el capital financiero y los sectores constructor e 




inmobiliario en la producción masiva de vivienda. La fundación Casitas de la 
Providencia, es reestructurada en 1975 y denominada posteriormente, la Corporación de 
Vivienda y Desarrollo Social. 
 La Corporación de Vivienda y Desarrollo Social se destina a impulsar y financiar 
programas de vivienda y desarrollo rural. (CORVIDE 45 años, 2001) 
En la década de los 80s, el proceso de descentralización se posiciona fuertemente, al 
igual que las reformas fiscales en racionalización del gasto público y emergen los bancos 
de programas y proyectos en el control de la inversión pública. 
 En 1982, se modifica el Estatuto Orgánico de la Corporación, adoptando la sigla 
CORVIDE: la entidad se proyecta a parcelas encaminadas a desarrollar y preservar el 
Cordón Verde de Medellín y de los demás municipios del valle de Aburrá. (CORVIDE 
45 años, 2001) 
En los contextos de las reformas del Estado y la transnacionalización de la economía, la 
Constitución Política de Colombia de 1991 y del nuevo ordenamiento jurídico, 
CORVIDE actúa como organización al servicio de la política habitacional de la ciudad, 
especialmente la de vivienda de interés social, que coordina el Sistema Nacional de 
Vivienda de Interés Social SINAVIS en lo local. (CORVIDE 45 años, 2001). 
 En el año 2002, se suprime la Corporación de Vivienda y Desarrollo Social, CORVIDE, 
incorporando la vivienda al nivel central del municipio de Medellín. (ISVIMED, 
consultado en línea julio 2010) 
 En el año 2004, se crea el Fondo Municipal de Vivienda de Interés Social. (FOVIMED). 
(ISVIMED, consultado en línea julio 2010). 
 En diciembre del año 2008, por iniciativa del Alcalde Alonso Salazar y con la 
aprobación del Concejo Municipal, a través del Acuerdo 52 de 2008, se transforma el 
FOVIMED en el Instituto Social de Vivienda y Hábitat de Medellín (ISVIMED), como 




un instituto descentralizado, con personería jurídica, patrimonio propio y autonomía 
administrativa. (ISVIMED consultado en línea julio 2010) Esta institución tiene como 
objetivo gerenciar la vivienda de interés social en el Municipio de Medellín, para dar 
respuesta a las necesidades habitacionales; en especial de los asentamientos humanos 
más pobres, involucrando los sectores público, privado en la gestión y ejecución de los 
diferentes proyectos: construcción de vivienda nueva, legalización, titulación, 
mejoramiento de vivienda, entorno, reasentamientos, acompañamiento social, gestión 
inmobiliaria entre otros. (Acuerdo 52 de 2008). 
En este contexto, continúa el gerenciamiento de la vivienda de interés social en Medellín a 
través del ISVIMED, el cual en los últimos dos planes de desarrollo se ha propuesta la 
siguiente meta:  
 “15.000 viviendas con Corazón”, un reto que fue propuesto por el Alcalde Alonso 
Salazar en su Plan de desarrollo 2008 – 2011. 
 “19.200 nuevas viviendas para la vida” fue la meta propuesta por el Alcalde Aníbal 
Gaviria en su Plan de Desarrollo 2012-2015. 
Para su cumplimiento se ha tenido que contar con el presupuesto municipal de la  
Alcaldía de Medellín y en algunas oportunidades con presupuesto del gobierno Nacional. En 
consecuencia, es preciso observar con la ejecución de estos Planes de Desarrollo, el proceso 
creciente de la vivienda de Interés Social Prioritario en la ciudad de Medellín, sin embargo, 
como se analizara más adelante, su desarrollo y aporte en los suelos de renovación ha sido de 
cero. 
1.2 Renovación Urbana 
a) Referente Conceptual 
Cuando se habla de procesos de renovación urbana, en el campo de la planeación se 
entiende que tiene como propósito central la recuperación de zonas construidas que se 




encuentran degradadas, con el fin de revitalizarlas y redireccionar sus funciones en el tejido 
urbano agotado. Este tipo de intervenciones se desarrollan, por lo general en sectores que han 
pasado por un proceso de abandono y en el cual se cuenta con los servicios necesarios para 
hacer de este, un lugar atractivo a la población.(Hurtado Muñoz, 2011) 
No obstante, el concepto de renovación urbana como tal, es muy amplio y por ende 
enfrenta varios enfoques y diversos puntos de vista, que lo hacen un concepto un tanto 
complejo pero que se logra comprender a base de ejemplos empíricos como método de su 
análisis, en torno al término, su historia y evolución.  
El término renovación urbana fue acuñado en Estados Unidos hacia 1950 por Miles 
Calean, economista estadounidense, y se refiere a la renovación de la edificación, 
equipamientos e infraestructuras de la ciudad, necesaria a consecuencia de su envejecimiento 
o para adaptarla a nuevos usos y diferentes actividades. Se trata de un fenómeno complejo 
que puede tomar muy diferentes caminos, y está relacionado con otros tipos de procesos 
urbanos como son la rehabilitación, el redesarrollo, el cambio de estructuras y de los usos del 
suelo. (Cervera, 2013) 
Para Capel (1983)las primeras operaciones de renovación urbana se dan en la temprana 
ciudad industrial. En el siglo XIX se acometen en casi todas las ciudades medias occidentales 
obras de rehabilitación y saneamiento de los barrios obreros, obras en las que juega un papel 
determinante el derribo de las murallas. Otras operaciones que se realizan son la apertura de 
ejes de comunicación y la construcción de ensanches que permeabilizasen las complejas 
tramas medievales. 
En la ciudad post-moderna las operaciones de renovación urbana van cada vez más 
dirigidas a la rehabilitación de barriadas estratégicamente situadas y que sufren como 
consecuencia de esta renovación una considerable revalorización que se convierte en el 
principal motor de la actuación del capital privado y público en la zona, provocando también 





Con base en esta realidad y en los conceptos elaborados por el sociólogo Henri Coing, 
profesor emérito de la Universidad de Paris XII Val de Marne, Penerai(2007)afirmo que es la 
renovación para los años 60 y 70 del siglo pasado, estaba asociada a la destrucción, 
especialmente de viviendas, pues los procesos llevados a cabo se hacían sobre todo en áreas 
residenciales bajo la justificación de que las construcciones estaban degradadas, lo que le 
daba un carácter indigno a las áreas habitadas, ejemplo que terminó convirtiéndose en el 
símbolo de todo lo que se consideraba equivocado del movimiento de renovación urbana.  
Teniendo en cuenta que bajo tales características se llevaban a cabo diferentes 
intervenciones de renovación urbana, es posible comprender el rechazo por parte de múltiples 
críticos, que le atribuyen a la renovación urbana un carácter devastador no solo en términos 
físicos, sino humanos, ya que con la destrucción de vecindarios residenciales, se incurría 
también en la expulsión de población y la especulación con el suelo urbano. Un ejemplo claro 
de estas críticas es el de Jane Jacobs, quien se da a conocer en el mundo del urbanismo a 
partir del movimiento de rechazo al proyecto de renovación de un barrio neoyorquino 
emprendido en 1930 por Robert Moses, quien era en su momento el constructor más exitoso 
de los Estados Unidos, y quien cayó en declive al enfrentarse al grupo de vecinos liderado 
por Jacobs. 
Las múltiples direcciones que ha tomado la renovación urbana durante las dos últimas 
décadas abren un amplio campo de estudio que aporta elementos esenciales, tanto en la 
identificación de impactos socioeconómicos como en el perfeccionamiento de las acciones 
para mejorar su efectividad. Muchos de los procesos de renovación y rehabilitación llevados 
a cabo en los barrios cercanos a las áreas centrales, no sólo en los Estados Unidos sino 
también en ciudades europeas como Londres y Berlín, generaron la sustitución de los 
habitantes tradicionales de clase obrera por otros de clase media y media-alta, produciéndose 




lo que la socióloga inglesa Ruth Glass denominó “gentrificación”.  Este término, usado en 
Inglaterra por primera vez en 1964, se propuso en medio del debate sobre los impactos 
sociales de la renovación urbana. 
Como ejemplos de procesos de renovación urbana asociados con el fenómeno de 
“gentrificación”, la literatura cita reiteradamente el caso de Brooklyn Heights, un sector 
tradicional de Nueva York que presentó grandes cambios en pocas décadas, desencadenando 
el desplazamiento de una población que no pudo asumir el rápido incremento en el valor de la 
renta y de la propiedad. 
A raíz de este rechazo a la destrucción indiscriminada, surgió́ un cambio hacia el año de 
1970, abriéndose paso a una nueva concepción de renovación urbana en Estados Unidos y 
Europa principalmente, que puede esquematizarse de la siguiente forma, (Rincón Avellaneda 
P., 2006):  
 De ser operación de saneamiento asociada al surgimiento y ascenso de nuevas formas de 
producción y grupos sociales ligados a ello (burguesía), ha pasado a ser una herramienta 
que se utiliza para permitir una transformación al interior de sociedades post-industriales.  
 De ser una herramienta utilizada para abrir espacio significativo a un grupo social 
emergente ha pasado a ser utilizada como instrumento que permite el reacomodo de 
actividades y usos obsoletos (fabricas, bodegas, puertos, etc.).  
 De haber estado ligada a la demolición y desplazamiento de los residentes en el área 
objeto de la intervención, pasa a estar ligada a un cambio y democratización de la toma 
de decisiones.  
 Promueve más la recualificación de áreas de vivienda en malas condiciones que su 
eliminación y se ha vuelto cuidadosa de lo existente (personas y edificaciones).  
Por otra parte, existen autores como Olivier Pirón (2011) que prefieren hablar 
conjuntamente de renovación y evolución urbana, entendiendo el primer concepto como una 




acción transformadora que forma parte del segundo concepto, entendiendo este último como 
el ciclo donde las ciudades sufren mutaciones.  
En este contexto, la Renovación Urbana puede entenderse como el instrumento de 
planeación y medio de gestión del territorio, constituye el medio para generar, reutilizar y 
priorizar estratégicamente el suelo urbanizado como requerimiento esencial para la dotación 
de vivienda, equipamientos y servicios urbanos, “por medio de programas de reciclaje y 
cualificación de estructuras urbanas que además buscan consolidar las estructuras sociales” 
(Rincón Avellaneda P., 2006). 
Para el Plan de Ordenamiento Territorial de Medellín, la renovación está asociada a las 
zonas identificadas como “Zonas Deterioradas o en Conflicto Funcional”, y cuyo objetivo es 
promover importantes trasformaciones en zona que cumplen un papel fundamental en la 
consolidación del modelo de ordenamiento propuesto por el Plan y en el cumplimiento de los 
objetivos del mismo y que por razones de deterioro ambiental, físico o social, conflicto 
funcional interno o con su entorno inmediato, requieren de esta trasformación físico-espacial 
y socioeconómica, para aprovechar al máximo su potencial. 
De esta manera, se busca que aprovechando su localización estratégica en la ciudad y sus 
excelentes condiciones de infraestructura de servicios público y movilidad, se promuevan 
procesos de intensificación y diversificación de la utilización del suelo y de las 
construcciones, a fin de lograr, entre otros fines, el mejoramiento integral de vida de los 
moradores, el aprovechamiento intensivo del suelo, la racional densificación y mezcla de 
usos, la descongestión del tráfico urbano o la conveniente rehabilitación de los bienes 
históricos y culturales. 
Por último, revisando la noción básica de renovar tiene una acepción semántica, la cual 
significa volver a hacer, permite que se asuma igualmente la tarea de renovar como un tejido 
urbano que existió́ y que se deterioró́, el cual es necesario reconstruir y que adquiera una 




nueva forma, de manera que se concibe la renovación urbana como un proceso que apunta a 
la redensificación, la conservación, el redesarrollo y los tratamientos urbanísticos.  
En conclusión, la renovación urbana y sus diferentes conceptualizaciones son referentes 
importantes, ya que las experiencias aplicadas en Europa han marcado una fuerte influencia 
en Latinoamérica y a su vez en Colombia, entendiendo que la renovación urbana es una fase 
posterior de concreción física de unas formas de ver y entender la ciudad, y por ello su 
práctica está muy ligada al grado de conciencia que desarrollen no solo los grupos de 
especialistas, sino sobre todo la ciudadanía en general, a su capacidad de plantearse la calidad 
de vida urbana como un tema alrededor del cual tienen el deber y el derecho de opinar o aun 
de ejercer presión. (Rincón Avellaneda P., 2006) 
b) Referente Normativo 
En cuanto al marco legal de la renovación urbana, el sistema urbanístico colombiano se 
encuentra definido y articulado por un conjunto de leyes y normas que determinan y regulan 
las acciones y procedimientos relativos a la planificación urbana y al ordenamiento territorial.  
Desde este punto de vista y considerando la organización político-administrativa del país, 
existen disposiciones jurídicas de alcance nacional cuya aplicación corresponde a todo el 
territorio y disposiciones locales que circunscriben su alcance al espacio del municipio o 
departamento en virtud de la descentralización y autonomía como entes territoriales.  
Conforme a lo anterior, para el ámbito nacional y local las normas de mayor relevancia 
que apoyan el ordenamiento territorial y la renovación urbana son las que se presentan en el 
siguiente gráfico, las cuales se exponen en orden cronológico y a nivel de jerarquía: 





Gráfico 3 Normas de Ordenamiento Territorial y Renovación 
Fuente: Elaboración propia 




La Ley 388 de 1997 establece por ejemplo que la función pública del ordenamiento del 
territorio local se ejerce mediante la acción urbanística de las entidades distritales y 
municipales, referida a las decisiones administrativas y a las actuaciones urbanísticas que les 
son propias, relacionadas con el ordenamiento del territorio y la intervención en los usos del 
suelo. Son acciones urbanísticas, entre otras: Calificar y localizar terrenos para la 
construcción de viviendas de interés social. 
La calificación y localización de los terrenos para la construcción de viviendas de interés 
social deberá estar contenida o autorizada en los planes de ordenamiento territorial o en los 
instrumentos que los desarrollen o complementen. En el caso de Medellín el anterior Plan de 
Ordenamiento Territorial (Acuerdo 46 de 2006) estableció de conformidad con el artículo 92 
de la Ley 388 de 1997 que la vivienda de interés social era una prioridad para el logro de la 
integración espacial y social de la población, por lo tanto, en su reglamentación, estableció en 
el territorio porcentajes de participación obligatoria de vivienda de interés social tipos 1 y 2, 
así: En zonas con tratamiento de renovación: 10% del suelo a renovar. 
Igualmente, este POT define la realización de Programas de Renovación Urbana, en los 
cuales, la administración municipal adelantará actuaciones dirigidas a la recuperación de la 
vocación residencial del centro de la ciudad y del corredor de servicios metropolitanos. Las 
acciones urbanísticas en los procesos de renovación urbana, harán énfasis en la vivienda y la 
valoración de los entornos. Se propenderá por el control de los factores de expulsión de 
población residente y atracción de nuevos pobladores, mediante la valoración patrimonial de 
los entornos urbanos, la cualificación del espacio público y potenciación de los 
equipamientos e infraestructuras instaladas, generando procesos de valorización, cambios en 
el uso y ocupación del centro tradicional. 
En cuanto al nuevo Plan de Ordenamiento Territorial Acuerdo 48 de 2014, este estableció 
los siguientes porcentajes obligatorios para los polígonos con tratamiento de Renovación 




Urbana según el Macroproyecto en el cual se localiza, así: 
Tabla 2 Obligación de Vivienda de Interés Prioritaria 





Iguana y Santa Elena 
% del suelo neto urbanizable 
destinado a la localización de VIP 
o  % de la edificabilidad destinada 
a la vivienda construida en VIP 
10% 10% 
% de la vivienda a generar que 
debe ser de VIS 
Variable* 20% 
* Para Río Norte la obligación es del 20%, mientras que para Río Centro y Río 
Sur es del 10% 
Fuente: Acuerdo 48 de 2014 POT 
Para su concreción el gobierno ha establecido a través de los Planes Nacionales de 
Desarrollo su valor y el tope máximo de los subsidios de vivienda, el Plan Nacional de 
Desarrollo contenido en la Ley 1450 de 2011, definió la Vivienda de Interés Social como 
"...la unidad habitacional que cumple con los estándares de calidad en diseño urbanístico, 
arquitectónico y de construcción y cuyo valor no exceda ciento treinta y cinco salarios 
mínimos mensuales legales vigentes (135 smlmv)" y en el parágrafo 1° mismo artículo se 
estableció un tipo de vivienda denominada de Interés Social Prioritaria, cuyo valor máximo 
será de setenta salarios mínimos legales mensuales vigentes (70 smlmv). 
Estos mismos planes de desarrollo, han establecido la formulación de  programas y 
proyectos de Renovación Urbana (RU), a través de los cuales se priorice la generación de 
suelo para vivienda, logrando una efectiva articulación con los sistemas de movilidad y 
espacio público. Para esto: (1) la Nación definirá las condiciones de su participación; (2) las 
entidades territoriales fortalecerán su capacidad de estructuración financiera y gerencial; (3) 
se introducirán ajustes normativos que agilicen y den credibilidad a estos procesos (p.e.: 
expropiación a favor de terceros y anuncio de proyectos); y (4) se desarrollarán nuevos 
instrumentos financieros y de gestión urbanística que incentiven la participación privada.  
El Decreto Nacional 075 de 2013 empieza a definir las Características de la Vivienda de 
Interés Social en tratamiento de renovación urbana, alguna de estas características son: 




 Fomentar el reúso y rehabilitación de edificaciones bien sea para vivienda o para otros 
usos complementarios en el marco de las dinámicas económicas de las zonas objeto del 
plan parcial; 
 Articular la vivienda de interés social con la infraestructura para el sistema vial de 
transporte, preferiblemente con los corredores troncales de transporte masivo, con el fin 
de facilitar el acceso de la población de menores ingresos al servicio organizado de 
transporte; 
 Promover y generar redes de movilidad accesibles para personas con discapacidad y 
dificultades de locomoción a partir de la eliminación de barreras físicas; 
 Mejorar los estándares cualitativos de espacio público, buscando incrementar la calidad, 
dotación y mejor aprovechamiento de los espacios públicos existentes. Se podrán 
incorporar al sistema de espacio público zonas privadas con vocación a uso público, y 
estas se contabilizarán como parte del espacio público requerido para el desarrollo del 
proyecto; 
 Garantizar los sistemas de equipamientos colectivos que suplan las necesidades de la 
nueva población que se incorpora a la zona por el desarrollo del proyecto; 
c) Referentes Internacionales y Nacionales de Renovación 
Martínez (2004) parte de la base que las transformaciones urbanas no tienen la misma 
dinámica y forma en los distintos países que componen América Latina y menos aún si las 
comparamos con Estados Unidos, Europa Oriental y Europa Occidental; argumento que 
parece obvio si es que entendemos que la forma de hacer ciudad, los sistemas políticos y la 
práctica política urbana no han sido idénticas. A su vez, el arquitecto argentino Tella (2005) 
advierte que la gentrificación es un proceso tardío iniciado desde la década de 1980 a la 
fecha, es decir, luego de la reestructuración económica a nivel global. De todos modos, 
sabemos por Borja y Castells (1998), entre los más destacados, que los procesos globales 




poseen matices diferentes de acuerdo a la especificidad local, por lo mismo no podríamos 
asumir que el concepto de renovación urbana trabajado hasta el momento posee dinámica y 
expresión idéntica en Europa, Estados Unidos y Latinoamérica, para explicar este fenómeno 
de las grandes urbes. 
Por lo mismo, en el presente apartado se intenta recoger distintos casos de ciudades que se 
hayan embarcado en procesos de renovación urbana para dar cuenta de las consecuencias de 
éstos. No habiendo realizado una búsqueda totalmente exhaustiva, porque no es el objetivo 
primario de este trabajo final, los casos presentados en la tabla n°3 intentan ser 
representativos de la realidad urbana de algunas de las metrópolis latinoamericanas, expone 
la ciudad donde se llevó a cabo la renovación, sus objetivos, instrumento utilizado para 
desarrollarla, el promotor que ejecuto la renovación y los resultados obtenidos de ese proceso 
de transformación: 






























376 hectáreas  
Devolver al Centro Histórico 
su protagonismo, revitalizando 
las actividades económicas 
tradicionales, reteniendo la 
población residente y 
atrayendo nuevos. 






Expulsión de habitantes de 
bajos ingresos, aumento del 






Fomentar el mejoramiento, 
renovación, rehabilitación o 












Aumento del precio de suelo, 
densificación, Expulsión de 
habitantes de bajos ingresos, 
cambio del paisaje urbano 




Centro histórico y 
barrios adyacentes con 
antigua tradición 
portuaria  
    Alianza público-
Privada 
Expulsión de habitantes de 
bajos ingresos, reconversión 
del borde costero, 
reconversión al ocio 
nocturno, aumento del precio 









MANIZALES Centro tradicional de 
la ciudad de Manizales 
Renovar y redensificar la zona 
norte del centro de la ciudad de 
Manizales, para generar suelo 
urbano -en especial para 
VIS/VIP y promover nuevos 
desarrollos integrales, 
tendientes a mejorar las 
condiciones de vida de la 
población a través del 
reasentamiento de familias 
localizadas en zonas de alto 
riesgo, el incremento del índice 
de zonas verdes y la dotación 
de equipamientos e 





680 de 2008 
Publico Las únicas dos obras que han 
avanzado, son la avenida 
Colón  Y el proyecto de 
vivienda, pero de los 4.500 
apartamentos prometidos, 
apenas se terminaron los 
primeros 24. Por parte de la 
comunidad expresan 
desplazamiento intraurbano 
de cientos de familias con el 
fin de revalorizar los terrenos. 
No se han cumplido con los 
resultados esperados 






10 hectáreas   Plan Parcial de 
Renovación 
Urbana 




Especulación en el precio del 
suelo y construcciones, 
inversión sin retorno de los 
recursos públicos debido a 
que no se cobró impuestos de 
valorización ni plusvalía. 
Reubicación de familias en la 
periferia y reasentamiento 
incompleto de la población. 
Unidades Económicas sin 
reubicación, no se le dio un 
tratamiento adecuado a los 
habitantes de calle por lo que 
el problema se trasladó a otras 
zonas de la ciudad. 
PASTO 
2005 
 Plaza Carnaval Sector 
20 de Julio 
1,4 hectáreas  
 Plan Parcial Centro  Mejoraras 
condiciones del 
Centro en el sector 
del 20 de Julio. 
Alcaldía de San 
Juan de Pasto  
(Público) 
No hubo una gestión social 
adecuada y una planificación 
integral 
Fuente: Elaboración propia, a partir de fuentes bibliográficas 
Para Franco, las múltiples direcciones que ha tomado la renovación urbana durante las dos 
últimas décadas abren un amplio campo de estudio que aporta elementos esenciales, tanto en 
la identificación de impactos socioeconómicos como en el perfeccionamiento de las acciones 
para mejorar su efectividad.  Si bien la renovación contemporánea se plantea como respuesta 
a la necesidad de tener una ciudad compacta y “más eficiente”, no siempre los resultados 
arrojan cambios positivos.  En este sentido, los casos que se expusieron anteriormente, 
muestran tanto las diversas formas de renovar como los diferentes impactos y efectos 
vinculados a este tipo de procesos. 
 
1.3 Protección a Moradores 
a) Referente Conceptual 
Para establecer un concepto de protección a moradores es importante iniciar por el 
concepto de morador.  El morador es nombrado por primera vez en la normativa (Ley 9 de 1989) 
pero el concepto no tiene un desarrollo sustancial sobre este concepto; en esta Ley se entiende 
como morador a los propietarios y poseedores en razón a los aspectos económicos a tener en 
cuenta para la adquisición de inmuebles, considerados sólo en el marco de procesos de 
renovación urbana. Prevalece el enfoque de una actuación normativa enfocada en la propiedad y 
nuevamente la ley deja por fuera el desarrollo conceptual de este principio, restringiendo el 
sentido de morador al de propietario. 




Respeto al morador (Echeverría Ramirez, 2009) hace referencia a los efectos de la expulsión 
del morador de su territorio “el residente habría sido despojado si bien no totalmente de su 
ejercicio de morar, de construir su lugar individual y colectivo; al arrebatarle a los habitantes su 
facultad para marcar y crear el espacio en concordancia con sus propios sentidos de vida. Este 
fenómeno es frecuente en operaciones de modernización, como la renovación urbana, donde el 
morador, si no es que es expulsado de su hábitat, termina asumiendo el papel de simple 
consumidor de un espacio regulado desde afuera, y no en el rol de constructor del mismo.” 
Los anteriores conceptos empiezan a relacionar el morador con otros significados, la 
primera lectura como un propietario y la segunda como un residente que puede ser 
cualquiera, es así como a partir de esto, se puede empezar a definir el morador como: 
persona, habitante, que permanece en un lugar determinado y particular que se puede 
denominar vivienda, morada, domicilio, residencia. Que se conjuga con unas características 
que le dan categoría a la persona en la escala de valores jurídicos como: Propietario, 
poseedor, arrendatario, tenedor, usuarios permanentes, mayordomo, agregado entre otros. 
Que está en relación con un espacio del territorio en el que se construye el hábitat, como esa 
condición material de vida, donde las personas asentadas en un lugar auto producen los 
espacios, un ecosistema social, a partir de la legalidad, informalidad, del desarrollo completo 
o incompleto de sus viviendas y espacio colectivos, que complementan la morada del 
hombre, de la persona que hace de ese espacio de la ciudad su hábitat donde forma parte y su 
vida se desenvuelve dentro de una sociedad, una cultura, donde se desarrolla como individuo 
que se suma a la colectividad. 
Por lo anterior, se empieza a ver al morador no solo como un grupo homogéneo, sino 
como un individuo que de acuerdo a sus características que lo hacen reconocible y 
diferenciable tiene una relación con el territorio, con su hábitat.  
A partir de esto, se puede empezar a establecer el concepto de protección a moradores, La 




protección a moradores es un proceso que se inicia con el reconocimiento del Estado a los 
derechos que tienen los ciudadanos de construir el territorio, moldear su hábitat, decidir sobre 
su morada. La esencia del Estado radica en lograr el consenso de sus habitantes en torno a un 
propósito común: hacer vida colectiva en forma creativa, que garantice el bienestar y 
mejoramiento permanente de la calidad de vida.  
En un estado social de derecho, los ciudadanos deben percibir que la garantía de 
protección se centra en aquellos grupos y sectores de la población que están en desventaja 
económica, política o social; por tanto su actuación deberá estar dirigida a lograr reducir o 
eliminar los factores que producen tales desigualdades.  
La protección a moradores es un proceso permanente que atiende a los moradores desde el 
momento en que identifica la existencia de una vulneración sobre los derechos asociados al 
territorio, por lo tanta, es el reconocimiento de los derechos adquiridos por los pobladores que 
habitan un territorio, un hábitat, independientemente de su calidad de tenedores, poseedores, 
inquilinos y propietarios. Esta consideración es indispensable porque tradicionalmente se ha 
considerado que solo tiene derechos quien exhibe un título de propiedad. 
Para hacer un reconocimiento de quienes son los moradores  que se deben de proteger se 
deben identificar las características que los hacen reconocibles, diferenciales y participantes 
del territorio que se intervendrá. 
El Capítulo IV de la Ley 9ª de 1989 o Ley de Reforma Urbana lleva por título “de la 
protección a los moradores en los proyectos de renovación urbana, sin embargo no contó con 
los desarrollos y precisiones necesarias y menos aún la voluntad política para aplicarla y 
desarrollarla.  Sin embargo, la protección a moradores ha sido un tema trasversal y solicitado 
por las comunidades en el proceso de revisión y ajuste del Plan de Ordenamiento Territorial 
surtido por la Administración Municipal en el año 2014, por la posibilidad de convertirse en 




un cuerpo normativo que viabilice el derecho a la ciudad por diferentes afectaciones 
resultantes de la gestión del POT. 
b) Referente Normativo 
En nuestro contexto jurídico no existe una reglamentación explicita sobre el significado y el 
alcance de la categoría de morador y mucho menos una que desarrolle claramente el tema de 
protección a moradores, en nuestra legislación tibiamente se contempla en el ley 9na de 1989, 
no obstante, se observa un retroceso legislativo en la ley 388 de 1997 que deroga los artículos 
40, 41 y 42 de la ley 9na de 1989 sobre protección a moradores, que pudieron haber sido 
modificados y mejorados, a partir de las experiencias que se han dado en Colombia en los 
casos de reubicación y de protección a moradores, sin embargo, este ha estado inmerso en 
diferentes jurisprudencias del nivel nacional y municipal, desde las cuales se le ha dado el 
reconocimiento y ha sido posible incluirla especialmente en los procesos urbanísticos.  
A continuación se anuncian las principales normas que han tenido relevancia en el tema de 
la protección a moradores: 
Nivel Nacional 
     En Colombia la protección a moradores se define a partir de los principios fundamentales 
establecidos en el Título I artículos 1 y 2, y artículo 51 de la Carta Política que establecen en 
su orden:  
“ARTICULO 1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de 
República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, 
democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en 
el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés 
general.  
ARTICULO 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 




consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que 
los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; 
defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la 
convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. Las autoridades de la República 
están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, 
honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento 
de los deberes sociales del Estado y de los particulares.  
ARTICULO 51. Todos los colombianos tienen derecho a vivienda digna. El Estado fijará 
las condiciones necesarias para hacer efectivo este derecho y promoverá planes de 
vivienda de interés social, sistemas adecuados de financiación a largo plazo y formas 
asociativas de ejecución de estos programas de vivienda.  
     Dentro del marco constitucional citado se encuentra el fundamento normativo superior 
mediante el cual la Corte Constitucional ha venido realizando el reconocimiento de los 
derechos de los moradores que son objeto de desplazamiento, bien sea por violencia, por 
riesgo, por obra pública o intervención estatal, por lo que en este caso son el fundamento de 
los principios a partir de los cuales se debe de proteger a los moradores. 
     La figura de protección a moradores en el marco de la legislación nacional, no ha tenido 
mucha profundidad, lo anterior se afirma, desde el marco normativo nacional existente, en el 
que se evidencia la falta disposiciones que definan y reglamenten la figura y los alcances, no 
obstante a partir de la Ley de Reforma Urbana. (Ley 9ª de 1989) se dio un antecedente con 
énfasis urbano en aspectos referidos entre otros, a la protección a moradores afectados por 
procesos de desarrollo y renovación urbana, y a los mecanismos de compensación por 
obligaciones urbanísticas, etc. De acuerdo a lo anterior, la ley 9ª de 1989  en su artículo 39 
inciso primero establece:  




“ARTÍCULO 39º.- Son planes de renovación urbana aquéllos dirigidos a introducir 
modificaciones sustanciales al uso de la tierra y de las construcciones, para detener los 
procesos de deterioro físico y ambiental de los centros urbanos, a fin de lograr, entre 
otros, el mejoramiento del nivel de vida de los moradores de las áreas de renovación, el 
aprovechamiento intensivo de la infraestructura establecida de servicios, la densificación 
racional de áreas para vivienda y servicios, la descongestión del tráfico urbano o la 
conveniente rehabilitación de los bienes históricos y culturales, todo con miras a una 
utilización más eficiente de los inmuebles urbanos y con mayor beneficio para la 
comunidad” 
     La Ley 388 de 1997, expresamente no contempla lineamientos generales en relación con 
la protección a moradores de una manera más general, reduce el tema de la protección a 
moradores a la participación democrática, desde la cual se deberá fomentar la concertación 
entre los intereses sociales, económicos y urbanísticos, mediante la participación de los 
pobladores y sus organizaciones. Esta concertación deberá asegurar la eficacia de las políticas 
públicas respecto de las necesidades y aspiraciones de los diversos sectores de la vida 
económica y social relacionados con el ordenamiento del territorio municipal.  
     Así mismos, los mismos principios emitidos por esta misma Ley en su artículo 2°, aluden 
al tema de la protección a moradores, específicamente, con la distribución equitativa de las 
cargas y los beneficios. Sin embargo, en términos de su contenido regulatorio y reglamentario 
lo terminan invisibilizando, pues en su Artículo 138 derogó el inciso segundo del artículo 
anterior, y los artículos 40, 41 y 42, no obstante dejó vigente el artículo 43 que establece:  
“ARTÍCULO 43º.- En los proyectos de renovación urbana, el arrendatario se tendrá 
como poseedor cuando el propietario del inmueble lo haya abandonado. Se entenderá 
abandonado el inmueble cuando el propietario haya dejado de cobrar el canon de 




arrendamiento por la vía judicial durante dos (2) o más años contados desde la fecha de 
pago del último canon.  
La acción de lanzamiento de los ocupantes de inmuebles dentro de proyectos de 
renovación urbana, así como cualquier otra acción tendiente al cobro de los cánones 
adeudados, prescribirá en dos (2) años contados desde la fecha de pago del último canon. 
La prescripción se interrumpirá por los motivos señalados en las leyes. A partir de la 
fecha de prescripción, el mero tenedor se tendrá como poseedor. Lo dispuesto en el 
presente artículo no se aplicará a los inmuebles de las entidades públicas. 
     De otra parte, mediante la ley 1523 de 2012, se establece la obligación de los municipios 
de implementar las políticas de gestión del riesgo en el ordenamiento territorial, en ella se ha 
consagrado el principio de protección, donde se establece la obligación de los municipios 
incorporar en sus respectivos planes de desarrollo y de ordenamiento territorial “las 
consideraciones sobre desarrollo seguro y sostenible derivadas de la gestión del riesgo, y por 
consiguiente, los programas y proyectos prioritarios incluyendo en particular, los mecanismos 
para el inventario de asentamientos en riesgo, y los de reubicación en virtud de la 
transformación del uso asignado a tales zonas para reasentamientos y la utilización de los 
instrumentos jurídicos de adquisición y expropiación inmuebles que sean necesarios.” 
          Se pueden decir entonces, que existen bases legales y principios en el ordenamiento 
jurídico, para que las entidades territoriales tengan la posibilidad de desarrollar e implementar 
una protección a moradores, pues las normas citadas vigentes, permiten concluir que en 
Colombia en los procesos de renovación urbana se debe tener en cuenta al morador, y según 
las normas citadas se concluye que para aplicar los procesos de renovación urbana se debe 
proteger al poseedor, arrendatario y tenedor, para efectos de aplicar los procesos de 
enajenación voluntaria, expropiación administrativa o judicial, y demás acciones que deba 
emprender el Estado para realizar los planes de renovación urbana. 




     Se concluye que el Estado Colombiano debe fomentar más la reglamentación por el tema 
de la protección a moradores, la cual debe ser incluida como política pública en la 
transformación del territorio nacional, municipal y local. 
Nivel Municipal 
En la ciudad de Medellín en los últimos años ha habido una preocupación por el desarrollo 
de la política de protección a moradores a nivel local, se ha puesto en la agenda pública y ha 
ganado un espacio importante en el desarrollo normativo, a partir de algunas luchas sociales 
como la llevada a cabo por la comunidad de Moravia, que fue una de las primeras de 
Medellín a partir de la cual se practicó la protección a moradores en una forma más decisiva, 
entre otras, donde ha habido intervención y trasformación del territorio desde operaciones 
urbanas como los planes parciales como instrumentos de planificación complementaria al 
POT. (Departamento de Planeación Municipal, 2016) 
En la cimentación del reconocimiento de los derechos de moradores, el municipio inició la 
construcción del concepto y los contenidos que debían consolidar esta figura, a partir del año 
2004 en el Anexo D elaborado por el Departamento de Planeación Municipal para el Plan 
Parcial de Moravia, donde se logra un importante avance en el reconocimiento de la 
protección a moradores, dando prevalencia a la dignidad humana por encima de cualquier 
actuación. Aunque se trató de una experiencia micro a nivel de Medellín, en el marco del 
mismo, se estableció en principio el concepto y alcance que puede tener en la ejecución de 
proyectos de renovación urbana y en las actuaciones que deban adelantarse y que afecten los 
moradores y sus unidades económicas. Este anexo constituye uno de los primeros pasos y la 
base conceptual para un desarrollo legal posterior, que se dio inicialmente mediante algunos 
decretos, y que hoy se ha venido consolidado y establecido en los diferentes Planes de 
Ordenamiento Territorial y sus instrumentos complementarios. A continuación se describen 
los principales apartes que han estado al servicio de la protección a moradores: 





Acuerdo 46 de 2006: desde el imaginario de ciudad, del modelo de ocupación de este 
Plan de Ordenamiento Territorial se estableció como uno de los objetivos con la 
descripción de sus políticas, Contribuir desde el ordenamiento a la construcción de una 
ciudad equitativa y a la consolidación de una cultura de planeación y gestión 
urbanística democrática y participativa. 
Bajo los lineamientos y políticas de este objetivo del POT, se le ha dado sustento a la 
protección a moradores en algunos procesos de planificación urbanísticos llevados a cabo por 
la Administración, tales como planes parciales, Planes de Regularización Urbanística, obras 
de gran infraestructura. Las tablas 4, 5 y 6 identifican los diferentes instrumentos de 
planificación así como los actos administrativos que tienen relación con la protección a 
moradores o que por lo menos incluyeron dentro de su proceso de gestión objetivos y 
lineamientos relacionados con la protección a moradores:  
Tabla 4 Planes Parciales que incluyeron la protección a moradores 
Planes Parciales 
Plan Parcial Pajarito 602 de 2002 / 1775 de 2012 
Plan Parcial Naranjal 1284 de 2000 1309 de 2009 
Plan Parcial San Lorenzo 608 de 2003 
Plan Parcial Moravia 1958 de 2006 
Plan Parcial Simesa 124 de 2006 
Plan Parcial Corazón de Jesús 1316 de 2007 
Plan Parcial Guayaquil Polígono 1179 de 2007 
Plan Parcial Everfit 224 de 2009 
Plan Parcial Sevilla 0674 de 2010 
Fuente: Construcción Propia 
Tabla 5 Planes de Regularización que incluyeron la protección a moradores 
Planes de Regularización y Legalización Urbanística 
Plan de regularización y legalización urbanística - 
Balcones del Jardín 
Resolución 206 de marzo 7 de 2007 
Plan parcial de mejoramiento integral - Moravia Decreto 1958 de agosto 22 de 2006 
Plan de regularización y legalización urbanística - 
Zona Noroccidental parte alta (NOROCC ALTA) 
Resolución 223 de mayo 7 de 2009 
Plan de regularización y legalización urbanística - 
Aures II y III 
Resolución 039 de enero 18 de 2007 
Plan de regularización y legalización urbanística - 
La Candelaria 
Resolución 442 de mayo 17 de 2007 
Fuente: Construcción Propia 




Tabla 6 Actos Administrativos relacionados con la protección a moradores 
  Obras de Gran Infraestructura 
 
Pago de compensaciones 
Decreto 2320 de 2005 
Decreto 500 de 2006 
Decreto N°0981 De 2011 
Decreto 478 de 2014 
Decreto 543 de 2015 
Fuente: Construcción Propia 
A pesar de haberse incluido en estos actos administrativos objetivos y lineamientos 
relacionados con la protección a moradores, estos no han logrado la entera satisfacción de la 
población afectada con la ejecución de dichos proyectos de intervención territorial, debido a 
que los proyectos son desarrollados exclusivamente desde los aspectos físico espaciales, 
dejando en un segundo plano los procesos de transformación social, económica y cultural. 
Acuerdo 48 de 2014: Si bien este Acuerdo, amplía el reconocimiento del morador a 
aquellos poseedores, tenedores, propietarios, residentes, aquellos que desarrollan actividades 
productivas formales e informales, no desarrolla en un sentido semántico y amplio su 
contenido. Sin embargo, el tema de protección a moradores dentro del marco estratégico 
del mismo, surge como un principio rector así: 
La Protección a Moradores. Como fundamento de la intervención en el territorio 
para la protección de los habitantes de sectores en procesos de transformación y a 
los demás actores económicos, sin detrimento del principio de prevalencia del interés 
general sobre el particular, promoviendo un ordenamiento territorial democrático e 
incluyente, que le apueste a la población como el centro de sus decisiones, y a su 
bienestar, como el objetivo principal. 
Con una sociedad que asume la corresponsabilidad como modelo de gestión 
desarrollando el principio de precaución de la ley 1523 de 2.012.  
Como un instrumento de planificación complementaria al POT surge en esta revisión y 
ajuste los Macroproyectos a través del cual la Administración Municipal desarrolla las Áreas 
de Intervención Estratégica -AIE-, estableciendo el conjunto de acciones orientadas a la 




ejecución de una operación urbana de gran escala, con capacidad de generar impactos en el 
conjunto de la estructura orientando así el crecimiento de la ciudad. 
 
Dentro de los objetivos específicos (Artículo 60) de estos Macroproyectos esta:  
Aplicar la política de protección a moradores donde se requieran procesos de 
reasentamiento, favoreciéndolo en sitio, y la garantía de permanencia de las 
actividades económicas y productivas siempre que esté en armonía con la norma 
general del POT. 
 
Con el Sistema Institucional y de Gestión que propone este POT, el cual fue construido 
como el conjunto de sistemas responsable de producir las trasformaciones territoriales 
articulando de manera activa la sociedad y las instituciones, para lograr los propósitos del 
POT. El grafico 4, expone los tres sistemas identificados por el Sistema Institucional y de 
Gestión del POT, los cuales están relacionados con: i) el desarrollo y aplicación de los 
instrumentos de intervención del suelo y de financiación y corresponsabilidad para la 
ejecución del POT, enmarcados en los instrumentos de planificación complementaria, 
denominado Sistema de Gestión para la Equidad Territorial; ii) seguidos del conjunto de 
procesos y acciones para la gestión del riesgo y la adaptación a los efectos del cambio 
climático, como proceso de la mayor relevancia actual para el ordenamiento territorial, 
denominado Sistema Ambiental, de Gestión del Riesgo y Cambio Climático; y, iii) los 
procesos de participación social e institucional, que le dan soporte a esta formulación y sobre 
todo a su implementación y desarrollo, denominado Sistema Participativo e Institucional. 





Gráfico 4 Sistema Institucional y de Gestión del POT 
Fuente: Alcaldía de Medellín, Departamento Administrativo de Planeación 2014 
 
Dentro del Sistema Ambiental, de Gestión del Riesgo y Cambio Climático, aparece el 
Subsistema de vulnerabilidad social y económica, el cual está centrado en la protección a 
moradores y actividades productivas y económicas que se vean comprometidos por la gestión 
urbanística e inmobiliaria de los macroproyectos, procesos de renovación urbana, 
mejoramiento integral y demás proyectos de infraestructura de gran impacto, los cuales a 
través de la formulación e implementación de la gestión social garantizarán el desarrollo 














En cuanto a los programas y proyectos del Sistema Ambiental, de gestión del riesgo, en 
relación con la vulnerabilidad y el riesgo social y económico, a partir del Artículo 573 se 
establece los lineamientos de la protección a moradores y actividades productivas y 
económicas. Por lo que expresa el POT que “en cumplimiento y desarrollo del modelo de 
ocupación establecido en el presente Plan, los macroproyectos, los programas de Renovación 
Urbana y Mejoramiento Integral y demás proyectos de infraestructura, se establece la política 
de Protección a Moradores y actividades productivas y económicas con base en la política de 
responsabilidad social definida en la Ley 9 de 1.989, en el artículo 2 de la Ley 388 de 1.997 y 
demás normas que lo dispongan, a fin de atender las complejidades socio-económicas y 
socioculturales presentes en el territorio.” La política de protección que pretende desarrollarse 
a partir del POT se fundamenta en los siguientes principios: 
 “1. Equidad: Las estrategias de intervención deben responder en proporción a los 
impactos causados por el proyecto y al grado de vulnerabilidad de las unidades sociales y 
 Acompañamiento y gestión social 
Acciones para la implementación de la política de 
protección a moradores: 
Artículo 575, 
Acuerdo 48 de 2014  
Gráfico 5 Subsistema de Vulnerabilidad y Riesgo Social. Acciones para la 
política de protección a moradores 
Fuente: Alcaldía de Medellín, Departamento Administrativo de Planeación 2014 




económicas impactadas por los mismos. Este principio se debe materializar en el sistema de 
reparto equitativo de cargas y beneficios y los programas y proyectos determinados en cada 
uno de los instrumentos de planificación y gestión. 
2. Inclusión: Todos los actores presentes (habitantes, arrendatarios, propietarios, poseedores, 
vendedores informales, entre otros) que se vean impactados de manera negativa por las 
intervenciones, deberán ser incluidos en las estrategias de gestión, programas y proyectos que 
se formulen para mitigar los impactos y/o compensar sus efectos, cuando a ello haya lugar y 
de acuerdo con su participación en el proceso.  
3. Restablecimiento de condiciones iníciales: Las intervenciones en ningún caso podrán 
desmejorar las condiciones iníciales presentes en el momento en que se inician las 
actuaciones. Esto significa que las actividades económicas, sociales y culturales presentes, 
deben mantener o mejorar el nivel de ingresos y estabilidad de los moradores. En ningún caso 
podrá ser desmejorado.  
4. Derecho de permanencia: Este principio es aplicable a moradores, habitantes, a las 
actividades productivas y económicas existentes: En el caso de los moradores y habitantes: 
Siempre tendrán preferencia para su reasentamiento o reubicación en lo posible en el área de 
cada programa, adicionalmente deberán ser los principales beneficiados de las intervenciones 
y/o desarrollos.  
b) Para las actividades productivas existentes, localizadas en los suelos de renovación: Se 
consagra el derecho de permanencia como principio rector de este tratamiento, siempre que 
las actividades existentes cumplan con los estándares ambientales y urbanísticos, derivados 
de la normativa vigente.  
c) Para el caso de las actividades económicas existentes en los procesos de renovación: 
Deberán ser contempladas dentro de las estrategias a implementar para la protección a 
moradores, bajo los principios de inclusión y equidad.”  




Así mismo en el Artículo 574, se establece quienes pueden ser beneficiarios de la política 
de protección a moradores, para lo que se define que “Son todos los moradores y habitantes 
de un territorio que por razones de las intervenciones dadas en los macroproyectos, los 
programas de Renovación Urbana y Mejoramiento Integral y demás proyectos de 
infraestructura de gran impacto, deban trasladar de manera involuntaria su lugar de residencia 
y/o laboral; deberán ser atendidos de manera tal, que se procure una minimización de los 
impactos de su traslado en términos económicos, sociales y culturales, de conformidad con 
las estrategias de gestión, programas y proyectos determinados en cada uno de los 
instrumentos de planificación y gestión establecidos dentro del presente Plan.” 
 En cuanto a la implementación de la política de protección a moradores, el Artículo 575 
establece que “simultáneamente a la implementación de la gestión urbanística e inmobiliaria 
de cada Macroproyecto, procesos de Renovación Urbana y Mejoramiento Integral, en el 
marco de los instrumentos de planificación complementaria (planes de legalización y 
regularización urbanística, proyectos urbanos integrales del ámbito ladera, distritos rurales 
campesinos, planes maestros y unidades de planificación rural) y demás proyectos de 
infraestructura de gran impacto, deberá iniciar la formulación y aplicación de la Gestión 
Social, la cual, partiendo del análisis del riesgo social y económico asociado al desarrollo 
urbano, permitirá conocer las realidades de los grupos sociales y la magnitud y dinámica de 
las actividades económicas de la población de un determinado sector, con el fin de desarrollar 
medidas preventivas que ayuden a proteger y potenciar estas actividades.”  
El POT en el marco legislativo en relación con la protección a moradores y a sus actividades 
económicas, además establece que la implementación de la política se efectuará a partir de las 
siguientes acciones:  
“1. Prevención de la gentrificación: Los instrumentos de planificación complementaria se 
formularán incorporando este criterio con el fin de que con sus planteamientos se evite la 




expulsión de la población y de las actividades económicas por efectos del desarrollo urbano 
en las Áreas de Intervención Estratégica en las cuales se espera una alta transformación de la 
ciudad y, especialmente, en las áreas de Renovación Urbana. En algunos sectores, con esta 
línea de acción se podrá potenciar la gestión del suelo, mediante la participación de las 
comunidades y propietarios del suelo y de las actividades económicas existentes en el 
desarrollo urbano, al utilizar sus capacidades sociales y económicas en beneficio de ellos y de 
la renovación urbana.  
2. Análisis de impacto en las unidades económicas: Los análisis específicos de las unidades 
económicas, permitirán establecer acciones para la protección, potenciación o reorganización 
en el territorio de las actividades económicas, con el fin de optimizar la utilización del suelo y 
reducir los impactos negativos en esta. Es estrategia para esta acción, la aplicación del 
derecho de permanencia de las actividades industriales establecidas.  
3. Análisis del impacto económico sobre la propiedad privada: Este Plan cuenta con una serie 
de instrumentos de captación de plusvalías que requieren de análisis de riesgo con el fin de 
garantizar la correcta aplicación de los instrumentos y reducir los daños y perjuicios de la 
aplicación de la norma. De aquí deben surgir los análisis de la aplicación del concepto 
plusvalías o compensaciones que serán utilizados en los instrumentos de planificación 
complementaria (Macroproyectos: Planes Parciales, Planes de Legalización y Regularización 
Urbanística, Planes Maestros, Unidades de Planificación Rural).  
4. Acompañamiento y gestión social: Con el fin de cumplir con el principio de protección a 
moradores se requiere adelantar un proceso de Gestión Social que acompañe la gestión 
urbana e inmobiliaria para el logro del desarrollo de los proyectos.  
a) Mediante la Gestión Social se promoverá el enlace entre los actores públicos, privados y 
comunitarios, facilitando espacios de concertación y negociación entre los mismos.  




b) Propenderá por mantener un equipo de trabajo consolidado durante el proceso de 
información, de socialización y ejecución del proyecto para garantizar la continuidad de la 
concertación y participación de los moradores.  
c) Se promoverá la participación interinstitucional para apoyar la implementación de los 
programas y proyectos definidos. 
d) Se acordarán las condiciones para la reubicación y/o traslado de las unidades sociales y 
productivas que se requieran, a causa de las intervenciones urbanas producidas dentro de los 
macroproyectos, los programas de Renovación Urbana y Mejoramiento Integral, además de 
las obras de infraestructura.  
e) Se revisará y coordinará la formulación e implementación de los programas y proyectos 
propuestos para mitigar los impactos derivados de la acción urbanística, y se propondrán los 
ajustes que requieran de acuerdo con las condiciones que se vayan presentando, de manera 
que aseguren el acompañamiento a las operaciones urbanas. 
f) Se definirá e implementará una estrategia de comunicación y divulgación, mediante la cual, 
la comunidad conozca permanentemente los diferentes procesos que se adelanten en el sector 
y les permita participar en el proceso de transformación, de forma que sirva de cimiento a la 
construcción de la nueva identidad.  
g) Se fortalecerán las organizaciones de base que sirvan de interlocutoras legítimas en la 
implementación de los programas y proyectos y en el ejercicio del control social.  
5. Análisis de oferta institucional: Con el fin de obtener un acompañamiento integral a los 
moradores afectados, la Administración hará una actualización y registro central de toda la 
oferta de las entidades y secretarías que eventualmente puedan servir de formas de mitigación 
a los impactos de las obras, como programas de becas educativas, programas dirigidos a 
poblaciones especiales, exenciones o negociación de deudas tributarias, cambios de 
estratificación, créditos especiales, condonaciones e inclusión en programas, entre otros.  




6. Se aplicarán las compensaciones a los moradores que no encuentren solución en los 
desarrollos urbanos e inmobiliarios de su sector, en aplicación de los Decretos Municipales 
543 de 2013 y 478 de 2014, o los que los complementen, modifiquen o sustituyan.  
También en el artículo 576 del POT se establece el alcance de la Política de Protección a 
Moradores. Así: 
“Esta política tendrá un alcance urbano o rural y se deberá implementar en los 
macroproyectos, los programas de renovación y mejoramiento integral y demás proyectos de 
ciudad de gran impacto, de forma individual o colectiva, e implica:  
1. La utilización de instrumentos económicos y jurídicos previstos, dependiendo de las 
condiciones socioeconómicas de las unidades sociales.  
2. La asistencia social, jurídica, económica y técnica a las unidades sociales ubicadas en 
los predios objeto de intervención, bajo el supuesto de restablecer las condiciones 
económicas, sociales y culturales.”  
Se establece en el artículo 577 la obligación especial por cargas sociales así: “La 
Administración Municipal podrá participar de las cargas sociales derivadas de la renovación, 
el mejoramiento integral y demás obras públicas, para la gestión de la política de protección a 
moradores. Constituyen una obligación especial que busca redistribuir equitativamente los 
beneficios que cada uno de los proyectos inmobiliarios obtendrá del proceso de desarrollo 
urbanístico, con el fin de mitigar los impactos sociales y fundamentalmente dar cumplimiento 
a la política de protección a moradores y dar respuesta a los derechos de equidad, inclusión y 
restablecimiento de condiciones iniciales derivados de las actuaciones urbanas.”  
Desde el marco normativo municipal, establecido en el Acuerdo 048 de 2014, se puede 
decir con certeza, que Medellín avanza en el establecimiento de la protección a moradores, 
que va más allá de los aspectos cuantitativos materiales de una vivienda o una unidad o 
actividad económica, porque reconoce, a partir de la dignidad humana, la obligación de 




valorar y proteger otros capitales sociales y morales que son inherentes al ser humano y a su 
entorno. 
En este escenario se propone abordar la protección a moradores a través de una política 
pública, no sólo como un instrumento de gobierno, sino en sí mismas como una forma 
diferente de gobernar la sociedad y resolver los problemas públicos. Gobernar por políticas 
públicas, empleando los términos de Luis Fernando Aguilar (1996), es dar un formato 
distinto a la acción pública, involucrando a la ciudadanía en la toma de decisiones, en la 
caracterización de los problemas a resolver, pero también en la formulación de alternativas de 
solución, incluso en momentos erróneamente considerados menos políticos y más técnicos, 
como la implementación y evaluación de las soluciones adoptadas (Universidad Nacional de 
Colombia, 2015).  
La protección a moradores fue uno de los temas más relevantes dentro del proceso de 
revisión y ajuste del POT y que fue visibilizado y aclamado por los diferentes actores 
políticos y comunitarios, por lo tanto, con la entrada en vigencia del POT se espera que la 
protección a moradores tenga la posibilidad de convertirse en una política o cuerpo normativo 
que viabilice el derecho a la ciudad por diferentes afectaciones resultantes de la gestión del 
POT. 
  




II. CAPITULO Dos: Vivienda Social y Renovación 
Este capítulo es el más relevante para el objeto de estudio, puesto que es el punto de 
partida del análisis y la articulación de los temas que ayudarán a orientar el rumbo de las 
respuestas a las preguntas de análisis y desarrollar el objetivo general del trabajo final que es 
identificar las dificultades que ha tenido la ciudad de Medellín para producir vivienda social 
en los suelos de renovación urbana. Así entonces, el desarrollo analítico de los aspectos más 
relevantes de las variables de estudio, (vivienda social, renovación urbana y protección a 
moradores) ayudaran a la comprensión de los conflictos, dilemas, sus dimensiones y el 
contexto presente en cada una de éstas. Por eso, el capítulo se abordara con cuatro temas que 
se exponen a continuación: 
 La vivienda social en relación con la renovación: donde se expondrán los 
elementos que articulan la vivienda social y la renovación y finalmente la relación 
que debe existir entre estas variables para lograr una inclusión y una protección a 
moradores. 
 La evolución del cumplimiento de vivienda social en los suelos de renovación: se 
realiza una contextualización del concepto de renovación en la generación de los 
POT (1999/2014), el estado de los polígonos de renovación de acuerdo a cada POT 
y la evaluación del cumplimiento de la obligación de vivienda de interés social en 
cada uno de estos suelos de renovación. 
 El rol de las entidades territoriales en la ejecución de VIS en suelos de renovación: 
para entender las funciones de cada entidad y conocer sus avances en la ejecución 
de la VIS en los suelos de renovación. 




 La vivienda social como protección a moradores: se hace una apreciación a partir 
de las realidades sociales de los suelos de renovación para hacer de la vivienda un 
mecanismo para la protección a moradores. 
2.1 La vivienda social en relación con la renovación 
Para poder identificar las dificultades que se han presentado en la producción de vivienda 
social en los suelos de renovación de la ciudad de Medellín, se hace necesario en primer lugar 
entender la relación que existe o debería existir entre esta vivienda y la renovación, 
enmarcada igualmente bajo el principio de la protección a moradores. 
De acuerdo a los referentes abordados en el capítulo anterior sobre renovación, ésta, se 
caracteriza principalmente por transformaciones en el espacio urbano, con la rehabilitación de 
áreas degradadas que terminan siendo integradas a la ciudad, en gran medida por las 
intervenciones con el espacio público, lo que supone una modificación del entorno, de los 
espacios físicos aquellos relacionados con el barrio, con la comuna y que pasan a convertirse 
a una relación más de ciudad con el crecimiento de nuevas actividades económicas y el 
desplazamiento de sectores de menores ingresos que las habitan, como consecuencia de 
procesos de inversión y de valorización del suelo a partir de ese nuevo uso territorial. 
La renovación en síntesis termina siendo un concepto utilizado: 
 Bajo una perspectiva fundamentalmente físico espacial y urbanística. 
 Ligado al entorno y en gran medida articulado a la recuperación del espacio público y 
al reordenamiento de la estructura urbana  (movilidad, vialidad). 
 Permite la integración de territorios deteriorados, que han perdido funcionalidad, 
calidad habitacional y presentan deterioro de sus actividades, a la ciudad. 
 Con los cambios físico espaciales y urbanísticos de los territorios se genera un 
incremento del valor de la renta y de la propiedad. 




 Por lo anterior, termina siendo un determinismo urbanístico espacial. 
Las experiencias de renovación urbana llevadas a cabo en varias ciudades del mundo, y los 
proyectos de este tipo desarrollados recientemente en Medellín y en Colombia, muestran 
resultados positivos en términos físico espaciales, tales como la construcción y mejoramiento 
de nuevos espacios públicos, la revitalización del mercado inmobiliario, la recuperación de 
infraestructuras y edificaciones deterioradas.  Sin embargo, a partir de su puesta en marcha y 
por estar caracterizada por un determinismo urbanístico espacial, se han detectado también 
impactos negativos que se describen en el siguiente gráfico y se explican seguido de éste: 
 
Gráfico 6 Impactos negativos de la renovación 
Fuente: Elaboración Propia 
Transformación de las estructuras sociales con la sustitución de la población tradicional de 
las áreas intervenidas, especulación inmobiliaria y aumento en el valor de los arriendo por no 
tener un control efectivo del valor del suelo, gentrificación con la expulsión de la población 
tradicional sin soluciones concretas para su reasentamiento, una renovación predio a predio 
porque no se logra la gestión asociada de la propiedad, predominio de objetivos de carácter 
económico sobre finalidades de carácter social haciendo que el fin del bien común sobre el 




particular se desvirtúe, ruptura de los lazos de vecindad y perdida del capital social al 
producirse desalojos en la población tradicional, traslados de problemas sociales hacia otros 
sectores de la ciudad porque no se logra una atención integral de la población y no se cumple 
con el principio de protección a moradores, cierre de establecimientos comerciales por la 
presión inmobiliaria y por último segregación residencial y exclusión social. 
Estos aspectos negativos demuestran que mientras el fin de la renovación urbana no sea el 
mejoramiento de las condiciones de un barrio o un sector para lograr su revitalización a partir 
de la generación de nuevas oportunidades y mejores condiciones para sus habitantes, los 
impactos sobre la población tradicional seguirán caracterizando estos procesos y 
privilegiando los desarrollos inmobiliarios que, por obvias razones ligadas con el modelo 
económico capitalista, deben dejar dividendos que hagan interesante la renovación como 
negocio. 
Para empezar a desmitificar este concepto de la renovación, es importante entender los 
principios y valores que fundamentan la vivienda desde un concepto social, que son aquellos 
referidos a la dignificación humana y a la producción de valores socioculturales. El acto de 
habitar la vivienda en la renovación integra factores como el esparcimiento, la reactivación, 
la habitabilidad y los vincula en la conformación de una estructura social y organizada de los 
habitantes que se encuentran en dichas zonas de renovación. Desde este enfoque, la vivienda 
da respuesta a la renovación urbana con la transformación tanto social como económica. 
Para la renovación, los desarrollos en materia de vivienda social van asociados a 
garantizar la satisfacción de los habitantes tradicionales como de los nuevos garantizando la 
convivencia desde el punto de vista social y estructural.  Esta relación así concebida, genera 
procesos de progreso y adaptabilidad a las condiciones sociales y económicas que implican 
los nuevos suelos renovados, integrados en el hábitat urbano con todos los servicios básicos 
que garantizan la interacción comunitaria y la calidad de vida. 




Desde esta perspectiva, los retos principales que debe tener la renovación son transformar 
pero conservando las estructuras sociales de los territorios a renovar. Ello no es posible más 
que actuando con un sentido social y con la participación activa de las personas afectadas, 
teniendo en cuenta sus calles y sus casas, sus habitantes y usuarios, con todos sus intereses y 
posibilidades.  
Por lo anterior, vale la pena traer como referente los doce principios de renovación que 
fueron aplicados en Kreuzberg- Berlín y que fueron desarrollados en la revista EURE (2015). 
El barrio Kreuzberg fue concebido en 1841 como un barrio de clase media. Sus habitantes 
eran casi en su totalidad obreros. Se produjo una compactación de la edificación y un 
aumento considerable de la edificabilidad en contra de los espacios libres existentes.  
En 1983, el parlamento regional de Berlín aprobó los doce principios de “renovación 
cautelosa” de Kreuzberg: conservación de los edificios, planificación técnica y social, 
confianza y seguridad, reorganización de las plantas de las viviendas, renovación por etapas, 
intervenciones puntuales, modernización de los servicios públicos, derechos materiales y de 
participación, decisiones de renovación públicas, garantías financieras, separación de labores 
de ejecución y gestión y asegurar el futuro. 
A continuación se exponen los principios que se relacionan con la vivienda social: 
 La renovación debe planificarse contando con los habitantes actuales y en función 
de sus necesidades de vivienda y laborales. 
 La renovación de vivienda debe hacerse por etapas para permitir la permanencia de 
todos sus habitantes.  
 Las posibilidades ya existentes de desarrollar nuevas formas de alojamiento deben 
ser explotadas con gran prudencia mediante la reorganización de las plantas 
actuales. 




Podemos afirmar entonces, que la vivienda se constituye en sí misma en un asunto 
vital para la renovación y que su vinculación y ejecución en éste tipo de suelos 
sustentan y le dan vida a variables tan relevantes como:  
 Protección a Moradores: permitiendo la permanencia de los moradores 
tradicionales,  minimizando los impactos de la renovación en términos 
económicos, sociales y culturales. 
 Equidad: La renovación debe responder en proporción a los impactos causados 
por la intervención y al grado de vulnerabilidad de los moradores. 
 Inclusión: Todos los actores presentes (habitantes, arrendatarios, propietarios, 
vendedores informales, entre otros) que se vean impactados de manera negativa 
por la renovación, deberán ser incluidos en las trasformaciones de estos suelos. 
 Derecho de Preferencia: los moradores tendrán el derecho preferencial al 
momento de determinar las condiciones y ubicación de sus nuevas viviendas, 
negocios, predios, inmuebles o actividades. 
En consecuencia, el enfoque principal que debe tener la renovación debe ser desde lo 
social y se comienza a lograr con la inclusión de la vivienda y en especial de la vivienda 
social, de esta manera la renovación tendría un giro más desde lo socioespacial y no desde lo 
físico espacial, en el cual se logre construir y tejer comunidad generando así, un equilibrio 
entre los atributos urbanos de la renovación (espacio público, movilidad, equipamientos, 
accesibilidad, servicios públicos y colectivos, transformación) con los atributos de la vivienda 
(arraigo, satisfactorio social, bien social, cohesión social) 
Por lo tanto, puede considerarse que la relación entre la vivienda social y la renovación 
urbana está enfocada en primer lugar  haciael mejoramiento de la calidad de vida de las 
personas, a través de procesos socioespaciales, en el cual la vivienda social pasa a ser un 
elemento ordenador de la renovación, al convertir los espacios de renovación en espacios 




vitalizados, armonizados e incluyentes con sus moradores tradicionales, permitiendo así, el 
desarrollo de una verdadera habitabilidad, relacionada igualmente con el hábitat, una 
regeneración, reconversión y reactivación de los sector deteriorados hacia un modelo 
sostenible e integrador, fundamental para el desarrollo de la persona, la familia y la sociedad, 
generando factores de identidad, arraigo y desarrollo territorial. La gráfica 7 muestra las 
variables que hacen posible esta relación entre la vivienda social y renovación. 
 
Gráfico 7 Variables presentes en la relación entre Vivienda Social y Renovación 
Fuente: Elaboración propia 
Este tipo relación a gran escala implican necesariamente la intervención de la 
administración pública según (Richardson, 1971), dado que la mejora de las estructuras 
urbanas de una zona deteriorada y su habitabilidad, requiere de grandes desembolsos de 
capital que no serán recuperados necesariamente y de una atención privilegiada desde lo 
humano, que implican un gran esfuerzo administrativo para alcanzarlo.  
Esto nos lleva a afirmar que solo es posible la renovación urbana si el sector público es 
protagonista en el costo de la renovación y sustituye el funcionamiento del mercado por una 
mezcla de inversiones públicas y privadas.  En este sentido, es de suponer que los objetivos 
de la renovación realizada por el Estado deben tener relación directa con el mejoramiento del 
hábitat, del espacio público, con la generación de empleo y el afianzamiento de 




oportunidades económicas, con la apertura de nuevas zonas de esparcimiento para los 
ciudadanos y la densificación, entre otros, a partir de políticas urbanas más amplias y con un 
sentido de protección a moradores previstas en los planes de escala territorial. 
Pero qué decisiones frente a la renovación y lograr su relación con la vivienda social han 
sido tomadas por la administración pública, cómo ha sido entendida en términos de la ciudad, 
cómo ha evolucionado en Medellín, qué producción de vivienda se ha hecho hasta el 
momento en los suelos de renovación, cuáles son las competencias asumidas para lograrlo, 
son cuestionamientos que son indispensables para identificar  los dilemas de la producción de 
la vivienda social en la renovación urbana y que serán desarrollados en los siguientes 
capítulos. 
 
2.2 Evolución del cumplimiento de vivienda social en los suelos de renovación 
Tanto en Medellín como en otras ciudades del país, se concentra un déficit de vivienda, lo 
que evidencia la escasez de suelo habilitado para VIS, lo cual frena el mercado formal de la 
vivienda.  Lo anterior se debe en parte a las dificultades que han presentado las entidades 
territoriales en la implementación de los principios, objetivos e instrumentos que estableció la 
Ley 388 de 1997, instrumentos como el Plan de Ordenamiento Territorial y los Planes 
Parciales, sumado a la escasez de recursos para adelantar las acciones de gestión y 
financiación que permitan la habilitación de suelo en polígonos de renovación. Por 
consiguiente, de acuerdo a lo establecido por los diferentes Planes de Ordenamiento 
Territorial adoptados en el Municipio de Medellín (1999/2014) los suelos de renovación son 
catalogados como proyectos de intervención urbana planteados como pruebas piloto de los 
instrumentos de la Ley 388 de 1997, con miras a generar nuevos desarrollos en áreas de 
transformación urbanística significativa en sectores de localización estratégica, buena 




dotación de servicios públicos, transporte y equipamientos y con potencial de aportar a la 
construcción del “Modelo de Ciudad” propuesto por el Plan.  
En cumplimiento a lo anterior, Medellín a lo largo de su proceso de planificación con los 
Planes de Ordenamiento Territorial, ha definido dentro de cada una de las generaciones de los 
POT los siguiente conceptos relacionados con renovación, esto con el propósito de revisar si 
se realizaron ajustes necesarios frente a cada POT, que ayudarán a ajustar su definición desde 
otros conceptos no tan físico espaciales:  
La siguiente tabla, muestra en paralelo los tres Planes de Ordenamiento Territorial que se 
han adoptado en la ciudad de Medellín y una síntesis del concepto o elementos de la 
renovación que cada uno de estos POT adopto dentro de su modelo de ocupación: 
Tabla 7 Concepto de renovación según el POT 
POT Acuerdo 62/99 POT Acuerdo 46/06 POT Acuerdo 48/14 
 Transformación en zonas 
importantes de la ciudad. 
 Zonas con deterioro ambiental, 
físico o social, conflicto 
funcional interno o con su 
entorno inmediato, requieren de 
esta transformación para 
aprovechar al máximo su 
potencial.  
 Zonas con excelentes 
condiciones de infraestructura y 
accesibilidad, se promuevan 
procesos de intensificación y 
diversificación de la utilización 
del suelo y de las 
construcciones. 
 Renovación urbana promueve la 
utilización de instrumentos de 
carácter asociativo a través de 
planes parciales. 
 Igualmente permite desarrollos 
predio a predio a partir de un 
bajo aprovechamiento, 
correspondiente al medio 
existente en la zona hasta el 
momento de adopción del plan 
parcial para la misma.  
 
 Zonas Deterioradas o en 
Conflicto Funcional. 
 Por su deterioro ambiental, 
físico o social, conflicto 
funcional interno o con su 
entorno inmediato, requieren de 
esta transformación físico-
espacial y socioeconómica. 
 Localización estratégica en la 
ciudad por sus excelentes 
condiciones de infraestructura 
de servicios público y 
movilidad. 
 Precisa las zonas donde se debe 
generar la renovación. 
 Las operaciones o proyectos de 
renovación urbana a realizar en 
estos sectores se planearan y 
ejecutaran mediante el 
instrumento de planificación del 
plan parcial y a través de 
mecanismos de gestión 
asociada, con el fin de obtener 
condiciones espaciales y 
ambientales de alta calidad y 
desarrollar políticas sociales con 
los habitantes de la zona, con 
cargo a los incrementos de suelo 
generados por los cambios de 
usos y los mayores 
aprovechamientos 
 Zonas homogéneas identificadas 
como Deterioradas o en 
Conflicto Funcional y/o en 
Transformación cuyas 
determinaciones están 
encaminadas a recuperar y/o 
transformar las áreas 
urbanizadas. 
 Modificar la configuración de 
los predios privados y/o del 
espacio público mediante 
procesos de reurbanización que 
permitan generar nuevos 
espacios públicos y/o privados, 
así como una nueva definición 
de la normatividad urbanística 
de usos y aprovechamientos. 
 Sustitución de las estructuras 
urbanas y arquitectónicas 
mediante procesos de 
reurbanización y regeneración 
que hacen posible generar 
nuevos espacios públicos y/ o 
privados.  
 Renovación Urbana deberá 
respetar el derecho de 
permanencia de las actividades 
industriales existentes, para lo 
cual se consagra éste, como 
principio rector de este 
tratamiento, junto con el de 
protección de moradores.  
Fuente: Construcción propia a partir de los Acuerdos de cada POT. 




Como se pudo observar, en el Acuerdo 62/99 se hace alusión a la renovación más desde lo 
físico espacial, a la trasformación que debía tener dichas zonas pero desde sus usos, 
aprovechamientos y construcciones, los elementos relevantes a las condiciones sociales y a 
los moradores son mínimos. Con relación al Acuerdo 46/06, la definición puede decirse que 
no varía mucho, solo se hicieron ajustes más desde la redacción que incluir aspectos nuevos y 
trascendentales para el concepto, sin embargo, uno de esos ajustes, hace visible las 
transformaciones ya no solo desde lo físico sino también desde lo socioeconómico, 
igualmente incluye el desarrollo de políticas sociales para sus moradores y precisa las zonas 
donde se hará efectiva dicha la renovación.  Por último, el Acuerdo 48/14 vuelve nuevamente 
al enfoque inicial del Acuerdo 62/99 definiendo la renovación como proceso de 
trasformación, de recuperación, de aprovechamiento de lo físico, se omite la parte 
relacionada con el enfoque social que había sido incluido en el Acuerdo 46/06, pero se hace 
tímidamente alusión al tema de protección a moradores. 
Una vez revisados los conceptos utilizados de renovación por los Planes de Ordenamiento 
Territorial, se identifican a continuación con la Tabla 8, los polígonos en tratamiento 
renovación que fueron definidos por cada POT, se muestra su identificación en plano y una 
descripción de los mismos: 




Tabla 8 Identificación de polígonos de renovación según el POT 
 
Acuerdo 62 de 1999 
En la vigencia de este Plan de 
Ordenamiento Territorial fueron 
clasificados 7 polígonos en tratamiento de 
renovación, San Pedro, Estación Villa, 
Corazón de Jesús, San Lorenzo, Naranjal, 
Calle Nueva y Guayaquil que se formuló 
en dos planes parciales. Todos estos 
polígonos estaban ubicados en lo que es 
llamado el Centro Tradicional y 
Representativo. 
 
Acuerdo 46 de 2006 
Para la revisión y ajuste del POT anterior 
continuaron los mismos polígonos de 
renovación, sin embargo, se incluyó con 
este nuevo Acuerdo, un nuevo polígono 
(Caribe) y el polígono de Calle Nueva el 
cual era uno solo en el Acuerdo anterior, 
se dividió en dos. En total entonces, se 
identificaron 9 polígonos.  





Acuerdo 48 de 2014 
Contrario a los Planes de Ordenamiento 
anterior, los cuales habían sido discretos 
en  la definición de polígonos de 
renovación porque se tenía en cuenta la 
complejidad de los mismos, éste nuevo 
Acuerdo incluyo 39 polígonos más, de los 
cuales en los POT anteriores estaban 
clasificados en otros tratamientos 
diferentes a renovación. En total 
quedaron 48 polígonos. Ubicados sobre el 
eje principal de Río y las 
transversalidades de La Iguana y Santa 
Elena.  
Fuente: Elaboración propia a partir de los Planes de Ordenamiento Territorial (1999/2012)
La tabla 9 que a continuación se presenta, identifica los polígonos de renovación que en la 
actualidad tiene la ciudad de Medellín y se hace una comparación de cada uno frente a su 
estado (aprobado o no, o si no eran plan parcial) con relación a cada generación del POT. 






Estado de los planes 
parciales por POT 

















Playón de Los 
Comuneros 
no era plan parcial no era plan parcial   * 
Z1_R_2 La Frontera no era plan parcial no era plan parcial   * 
Z1_R_3 La Francia no era plan parcial no era plan parcial   * 
Z1_R_4 Andalucía no era plan parcial no era plan parcial   * 
Z1_R_5 Villa Niza - Santa Cruz no era plan parcial no era plan parcial   * 
Z1_R_6 Palermo - San Isidro no era plan parcial no era plan parcial   * 
Z1_R_7 Moravia **   **   en revisión y ajuste 
Z1_R_8 Miranda no era plan parcial no era plan parcial   * 
Z1_R_9 Sevilla   ** **   **   







Z2_R_40 San Germán   ** **   **   
Z2_R_41 Barrio Cerro El Volador no era plan parcial   **   * 
Z2_R_42 El Progreso   ** **   **   
Z2_R_43 Caribe no era plan parcial   **   * 
Z2_R_44 Caribe no era plan parcial   *   * 
Z2_R_45 Tricentenario   **   **   * 
Z2_R_46 Plaza de Ferias **   **   en revisión y ajuste 
Z2_R_48 Escuela de Carabineros    ** no era plan parcial   * 







Z3_R_11 El Chagualo   ** no era plan parcial   * 
Z3_R_12 Jesús Nazareno   ** no era plan parcial   * 
Z3_R_13 Estación Villa   *   *   * 
Z3_R_14 San Benito   ** no era plan parcial   * 
Z3_R_15 Corazón de Jesús *   *   *   
Z3_R_16 Guayaquil *   *   *   
Z3_R_17 
Caicedo - Sucre - El 
Pinal - Alejandro 
Echavarría 
no era plan parcial no era plan parcial   * 
Z3_R_18 Calle Nueva   *   *   * 
Z3_R_19 
Calle Nueva- Barrio 
Colón 
  *   *   * 
Z3_R_20 San Lorenzo *   *   *   







Z4_R_37 Naranjal *   *   *   
Z4_R_38 Naranjal-Mackro   ** no era plan parcial   * 
Z4_R_39 Carlos E. Restrepo   ** no era plan parcial   * 




Z5_R_22 Barrio Colombia no era plan parcial no era plan parcial   * 




Z5_R_23 Villa Carlota **   **   **   
Z5_R_24 Villa Carlota **   **   **   
Z5_R_25 Manila no era plan parcial no era plan parcial   * 
Z5_R_26 Astorga - Patio Bonito no era plan parcial no era plan parcial   * 
Z5_R_27 
Santa María de Los 
Ángeles 







Z6_R_28 Cristo Rey   **   **   * 
Z6_R_29 
Campo Amor y parte de 
Cristo Rey 
  **   **   * 
Z6_R_30 Campo Amor   **   **   * 
Z6_R_31 Santa Fe   **   **   * 
Z6_R_32 Santa Fe   **   **   * 
Z6_R_33 Trinidad   **   **   * 
Z6_R_34 Tenche   **   **   * 
Z6_R_35 Tenche   **   **   * 
Z6_R_47 Guayabal   **   **   * 
* Plan parcial de renovación           
** Era plan parcial pero no de renovación            
Fuente: Elaboración Propia a partir de los Planes de Ordenamiento Territorial y actos 
administrativos de los Planes Parciales. 
 
Cada uno de estos planes parciales de renovación generan un potencial relativamente alto 
de desarrollo y ejecución de nueva vivienda, en la primera y segunda generación del POT en 
la categoría VIS/VIP se tenía una cifra cercana a 6.500y en este nuevo POT se espera 14.000 
unidades.  
Luego de conocer estado de los polígonos de renovación de acuerdo a cada POT, las tablas 
10, 11, 12, 13 y 14 que a continuación se desarrollan, hacen una descripción con base en tres 
categorías de análisis (normativo, socioeconómico y de gestión) de los planes parciales de 
renovación que actualmente se encuentran aprobados (2015) y su relación y aporte para la 










Tabla 10 Descripción Plan Parcial San Lorenzo 






Decreto: 608 de 2003 
Iniciativa: Pública 
Localización: 
El área de intervención del plan parcial, 
corresponde al barrio Colón más conocido 
como Niquitao, ubicado en la comuna 10 
del municipio de Medellín, localizado en el 
centro de ciudad.   
Objetivos 
relacionados 
con la vivienda 
Reinscribir el barrio en el seno del Centro 
de la Ciudad como lugar habitacional, 
transformándolo con nuevas construcciones 
orientadas principalmente a vivienda de 
interés social y actividades comerciales, de 
encuentro y de construcción colectiva, 
haciendo de sus fronteras zonas de 
transición con el centro de la ciudad y este 
con el Valle del Aburrá. 
Promover la redensificación del sector con 
nuevos desarrollos de vivienda, 
consecuentes con el crecimiento hacia 
adentro del modelo de ciudad, con calidad y 
variedad.            
Análisis normativo 
Área de planificación 286.523 metros cuadrados  
Oferta de vivienda dentro del plan parcial 
Un porcentaje de los nuevos desarrollos habitacionales en el 
Área de Planificación y en especial en el área de renovación, 
atenderán la dinámica de la demanda en torno a la Vivienda 
de Interés Social, entendida según la Ley 388 de 1997, como 
aquella que se desarrolle para garantizar el derecho a la 
vivienda de los hogares de menores ingresos.  De 
conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 23 de 2000, el 
porcentaje de Vivienda de Interés Social para el polígono 
Z3_R6 es como mínimo el treinta por ciento (30%) del total 
de viviendas desarrolladas en el Área de Planeamiento. 
Aprovechamientos de vis/vip 
En total 103.526,46 mt que equivalen aproximadamente a 
2.070 viviendas 
Aprovechamientos de otra vivienda 
En total 241.561 mt que equivalen aproximadamente a 4.831 
viviendas 
Cronograma 
El cronograma de ejecución es de 10 años, que corresponden 
a la vigencia del plan parcial, en el cual en el primer año se 
ejecutarían 90 viviendas, en el segundo, tercer y cuarto año 
240 viviendas en cada año, del quinto a al décimo año 210 
viviendas en cada año.  
Análisis socioeconómico 
Número de viviendas 
En el sector se identificaron 330 viviendas, 67 inquilinatos 
(Censo Isvimed Nov/2014) 
Características de la población 
En el sector se identificaron 457 hogares con 1.480 hogares 
(Censo Isvimed Nov/2014) que en la  actualidad tienen un 
nivel de desarrollo bajo, con un deterioro físico y social 
progresivo, a pesar de su infraestructura, su historia y su 
patrimonio 
Estrato socioeconómico 
En la actualidad Predomina el estrato socioeconómico 3 
(Encuesta de Calidad de Vida) 
Análisis de la gestión 
Metros cuadrados ejecutados 
Han pasado 12 años y no se han ejecutado ningún metro 
cuadrado correspondiente al uso de vivienda, ni de VIP ni de 




VIS, solamente se ha venido consolidando la centralidad 
barrial. 
Cumplimiento de vis/vip 
Hoy no se hay metro cuadrados licenciados de 
aprovechamientos, por lo tanto no se ha hecho efectiva la 
obligación de VIS/VIP 
Cumplimiento de otros usos 
Hoy no se hay metro cuadrados licenciados de 
aprovechamientos. 
Iniciativa de ejecución La iniciativa que ha tenido hoy el plan parcial es pública. 
Fuente: Elaboración propia a partir de los decretos de adopción de los planes parciales y 
licencias de construcción 
 
Tabla 11 Descripción Plan Parcial Corazón de Jesús 
Plan Parcial Corazón de Jesús 
 
Polígono: Z3_R_4 
Decreto: 1316 de 2007 
Iniciativa: Mixta 
Localización: 
El área del plan parcial, corresponde al 
barrio Sagrado Corazón de Jesús en la 
comuna 10 del municipio de Medellín, 






Incorporar a la vivienda como 
componente esencial de la vitalidad de los 
centros urbanos. 
Análisis normativo 
Área de planificación 264.000 metros cuadrados 
Oferta de vivienda dentro del plan 
parcial 
El presente Plan Parcial establece un 20% de los metros cuadrados a 
construir para la oferta de vivienda general y el 10% de estos metros 
cuadrados a construir para VIS. La vivienda podrá́ ubicarse 
preferiblemente en las Unidades de Actuación 6 ,7, 9, 10 y 11, en 
razón de su emplazamiento privilegiado y cercanía a la Iglesia del 
Sagrado Corazón de Jesús. De igual forma todas la Unidades de 
Actuación Urbanística podrán realizar su oferta de vivienda a su 
interior.  
Aprovechamientos de vis/vip 
En total 13.068 Mt2 que equivalen aproximadamente a 238 
viviendas 
Aprovechamientos de otra vivienda En total 117.610 Mt2 que equivalen aproximadamente a 1.307 
viviendas 
Cronograma establecido 
El Decreto establece un cronograma de ejecución para sus Unidades 
de Actuación, sin embargo no es obligatorio su cumplimiento. Las  
Unidades de Actuación en las cuales se definió el desarrollo de 
vivienda son la 6, 7, 9, 10 y 11 y su cronograma de ejecución 
establecido es de 9, 9, 8, 10 y 9 años respectivamente.  En la 
actualidad el plan lleva 8 años de vigencia y a la fecha no se han 
gestionado ante el Departamento Administrativo de Planeación ni las 
Curadurías Urbanas el cumplimiento de Vivienda ni de sus demás 
aprovechamientos en la Unidad de Actuación 9 que es la que tiene 
ese tiempo de ejecución.  
Análisis Socioeconómico 
Número de viviendas 
El Documento Técnico de Soporte del Plan Parcial identifico 349 
vivienda con los mismos hogares 




Características de la población 
Se trata de un barrio de viviendas predominantemente de 
propietarios. 
Estrato socioeconómico Prevalece el estrato 4 
Análisis de la gestión 
Total metros cuadrados licenciados y 
ejecutados 
18.115 Mt2 
Cumplimiento de vis/vip (mt2 
licenciados) 
A la fecha se ha ejecutado una etapa de la Unidad de Actuación 19 la 
cual tenía como obligación 238 metros cuadrados vivienda 
Cumplimiento de otros usos Servicio 11.730 mt2 y Comercio 6.385 mt2 
Iniciativa de ejecución Privada 
Fuente: Elaboración propia a partir de los decretos de adopción de los planes parciales y 
licencias de construcción 
 
Tabla 12 Descripción Plan Parcial Naranjal 
Plan Parcial Naranjal 
 
Polígono: Z4-R7 
Decreto: 1309 de 2009  
Iniciativa: Pública 
Localización: 
El área del plan parcial, corresponde al barrio 
Naranjal en la comuna 11 del municipio de 
Medellín, localizada sobre la margen 
izquierda del río Medellín. 
Objetivos 
relacionados 
con la vivienda 
Promover una utilización más racional del 
suelo urbano, de manera que se generen 
diferentes usos asociados a su localización 
como borde del Centro Tradicional y 
Representativo Metropolitano, incluida la 
vivienda en altas densidades con excelentes 
calidades ambientales. 
Análisis normativo 
Área de planificación 215.296,8 metros cuadrados 
Oferta de vivienda dentro del 
plan parcial 
El diez por ciento (10%) del total de los metros cuadrados construidos en vivienda, 
se destinaran a desarrollos de viviendas de interés social –VIS-, de conformidad 
con los artículos 8° numeral 7 y 92 de la Ley 388 de 1997, en concordancia con el 
Acuerdo Municipal 23 de 2000 y específicamente la ficha normativa 
correspondiente al Polígono Z4_R_7. 
De conformidad con el modelo de ocupación, la simulación urbanística financiera, 
y el reparto equitativo de cargas y beneficios de este plan parcial, se calcula que un 
total de 94.171 metros cuadrados construidos, serán destinados al desarrollo de 
viviendas con valor superior a los 135 smlv. De este porcentaje, un total de 12.994 
m2 se desarrollaran para vivienda de interés social y prioritaria, los cuales se 
ubicaran en cada una de las Unidades de Actuación Urbanística o de Gestión del 
polígono Z4_R_7, repartidos de la siguiente manera: 10.384 m2 aproximadamente 
corresponden a vivienda de Interés social –VIS- y 2.610 m2 corresponden a 
vivienda de interés prioritario –VIP-, las cuales se localizarán en la Unidad de 
Actuación Urbanística N°1, según el reparto de cargas y beneficios, como se señala 
en el artículo 35° de este Decreto. 
La obligación de Vivienda de Interés Prioritario –VIP- podrá́ ser pagada en la 
misma área de planeamiento o por fuera de ella, previa autorización del 
Departamento Administrativo de Planeación del Municipio de Medellín. 
En el polígono Z4_CN1_ 12, la vivienda de interés social se localizará en las 
Unidades de Actuación Urbanística o de Gestión 7 y 8, correspondiendo a cada una 
un equivalente de 2.490m2, según lo dispuesto en el artículo 35° de este decreto. 




Los metros cuadrados definidos para Vivienda de Interés Prioritario –VIP- 
(2.610m2) se calcularon con base en la información del censo del año 2006. Si en 
el momento de definir los proyectos urbanísticos aumenta el número de metros 
cuadrados para esta tipología de vivienda, estos metros cuadrados adicionales 
podrán ser pagados, de ser posible en la misma área de planeamiento, o por fuera 
de ella. 
Aprovechamientos de vis/vip 
Polígono de Naranjal 7.592 Mt para VIS y 2.610 Mt para VIP= 196 Viví 
Polígono de Arrabal 4.980 Mt para VIS 
Aprovechamientos de otra 
vivienda 
Polígono de Naranjal 94.171 Mt = 916 viviendas 
Polígono de Arrabal 13.011 
Cronograma establecido 
Este plan parcial no determina una secuencia obligatoria de gestión y ejecución de 
las Unidades de Actuación Urbanística o de Gestión 
Análisis Socioeconómico 
Número de viviendas 
 310 unidades físicas de vivienda de las cuales 96 se encuentran impactadas con el 
plan parcial. 
Características de la 
población 
Es una población con un alto arraigo en el sector, con un nivel educativo promedio 
relativamente bajo, donde los hogares están conformados es su mayoría por madres 
cabeza de familia. 
Estrato socioeconómico En el predomina el estrato socioeconómico 3 y 4  
Análisis de la gestión 
Total metros cuadrados 
licenciados y ejecutados 40.841 mt  
Cumplimiento de vis/vip 
(mt2 licenciados)  0 mt 
Cumplimiento de otros usos 
Vivienda 21.728 mt 120 unidades y comercio y servicio 14.653 mt 68 locales 
comerciales y 114 oficinas  
Iniciativa de ejecución 
Publica con recursos destinados en el Plan de Desarrollo 2012-2015 
Igualmente, desde el gobierno nacional se generó el Conpes 3583 de abril 28 de 
2009, para promover la implementación de proyectos de renovación y 
redensificación urbana que habilite suelo para Vivienda de Interés Social –VIS, 
entre ellos, el apoyo al Plan Parcial de Renovación Urbana de Naranjal del 
municipio de Medellín. 
Fuente: Elaboración propia a partir de los decretos de adopción de los planes parciales y 
licencias de construcción 
 
Tabla 13 Descripción Plan Parcial Guayaquil Polígono 
Plan Parcial Guayaquil Polígono 
 
 
Polígono: Z3_ R3  
Decreto: 1179 de 2007 
Iniciativa: Privada 
Localización: 
El área de planificación específica sobre la 
que se aplica la normatividad del presente 
Decreto, corresponde al globo de terreno 
delimitado entre la carrera 54 (Cúcuta) y la 
carrera 57 (Avenida del Ferrocarril), y entre 






No desarrollo objetivos para el tema de 
vivienda 
Análisis normativo 
Área de planificación 99.278,04 mt 




Oferta de vivienda dentro 
del plan parcial 
La oferta de vivienda general y VIS podrá́ ubicarse en las Manzanas 3 y 4, 
Unidades de Actuación 3, 4, 5, 6, 7 y 8. Sin embargo cada Unidad de Actuación 
Urbanística es autónoma de desarrollar la propuesta de usos que se encuentra 
determinada para el polígono, incluyendo la vivienda. 
En desarrollo de la propuesta de oferta de vivienda determinada como mínimo en 
el presente Plan Parcial, se establece que las etapas planteadas para desarrollarse 
en cada Unidad de Actuación Urbanística, deberán presentar conjuntamente con 
el proyecto o proyectos urbanísticos a desarrollar, el proyecto de vivienda tanto 
de tipología general como de vivienda de interés social (VIS), a manera de 
requisito para la obtención de la respectiva licencia de construcción. 
El porcentaje total asignado para el uso de vivienda en las Unidades de 
Actuación Urbanística, corresponde al 10% de la totalidad de la edificación 
asignada para el plan parcial, no podrá́ ser edificado en ningún otro tipo de uso. 
En caso de utilizar una edificabilidad inferior a la máxima autorizada tendrá́ que 
cumplir con la oferta de vivienda determinada en el presente decreto, 
independientemente de los metros cuadrados de edificabilidad licenciados.    Las 
Unidades de Actuación Urbanística podrán transferir su obligación de 
construcción de Vivienda de Interés Social VIS, es decir el 1% del total de 
metros cuadrados destinados al uso residencial en el polígono, a los lugares 
donde el Departamento Administrativo de Planeación lo determine; áreas que al 
momento de hacer efectiva dicha obligación sean receptoras de estos usos o 
desarrollen proyectos de este tipo. 
Si la Unidad de Actuación urbanística determina construir todos los metros 
cuadrados de vivienda en tipo VIS, solo podrá́ realizarse el 50% de la misma en 
vivienda tipo I y II y el otro 50% restante en tipo III y IV; con lo cual solo podrá́ 
hacerse la transferencia de los metros cuadrados que responden al primer grupo. 
Aprovechamientos de 
vis/vip En total 3.323 mt que equivalen aproximadamente a 74 
Aprovechamientos de otra 
vivienda En total 29.908,9 mt que equivalen aproximadamente a 322 
Cronograma establecido 
El plan parcial tiene una vigencia de 11 años, de los cuales estableció en su tercer 
año (2010) el desarrollo de 20 viviendas, en el 2011 40 viviendas, 2012 60 
viviendas, 2013  97 viviendas, 2014 81 viviendas, 2015 54 viviendas, 2016 20 
viviendas, 2017 20 viviendas y 2018 4 viviendas. A la fecha se tendrían que 
haber desarrollado 352 y no se han gestionado los metros cuadrados para su 
cumplimiento.  
Análisis Socioeconómico 
Número de viviendas En el polígono es inexistente la presencia de vivienda 
Características de la 
población 
La vivienda no es el elemento predominante de construcción, la actividad 
económica predominante hace del barrio un sector netamente para el uso 
comercial y de servicios. 
Estrato socioeconómico En el sector no existe el uso residencial  




Cumplimiento de vis/vip 
En la actualidad solo se ha ejecutado la Unidad de Actuación 11, la cual no tenía 
obligación de VIS/VIP dentro del sus aprovechamientos  
Cumplimiento de otros usos Comercio 321 mt y Servicio 152 mt 
Iniciativa de ejecución Privada 
Fuente: Elaboración propia a partir de los decretos de adopción de los planes parciales y 








Tabla 14 Descripción Plan Parcial Guayaquil Manzana 
Plan Parcial Guayaquil Manzana 
 
Polígono: Z3_R_3 
Decreto:  1222 de 2005 
Iniciativa: Privada 
Localización 
El área del plan parcial, 
corresponde al barrio 
Guayaquil en la comuna 10 
del municipio de Medellín. 
Objetivos 
relacionados con 
la vivienda No definió porque en su 
modelo de ocupación no 
tenía cabida la vivienda 
Análisis normativo 
Área de planificación 13.421,96 metros cuadrados 
Oferta de vivienda dentro del plan 
parcial 
El plan parcial no dejo establecido el uso de vivienda por lo tanto 
no tiene una oferta de vivienda dentro del plan parcial  
Aprovechamientos de vis/vip 0 mt= 0 viviendas 
Aprovechamientos de otra vivienda 
0 mt= 0 viviendas 
Cronograma establecido 
La vigencia del plan parcial es de 10 años, en los que su ejecución 
iniciaría en el año 6 
Análisis socioeconómico 
Número de viviendas No se registra el uso de vivienda en el polígono 
Características de la población Es una población especialmente dedicada al uso comercial. 
Estrato socioeconómico En el sector no se identifican viviendas  
Análisis de la gestión 
Metros cuadrados ejecutados 12.481 mt 
Cumplimiento de vis/vip 
El plan parcial no dejo establecido el uso de vivienda por lo tanto 
no tuvo obligación de VIS/VIP 
Cumplimiento de otros usos Comercio 6.637 mt  y  Servicio 5845 mt 
Iniciativa de ejecución Su iniciativa ha sido privada 
Fuente: Elaboración propia a partir de los decretos de adopción de los planes parciales y 
licencias de construcción 
 
A continuación se aborda el Plan Parcial de Moravia. Este Plan Parcial en su concesión 
inicial no era de renovación, si no de mejoramiento integral, razón por la cual no se tomó 
como referente de análisis, sin embargo, por el tipo de vivienda que este genera, por los 
procesos socio-espaciales que ha tenido y por su iniciativa en la protección a moradores se 
incluye como complemento al análisis. 
 




Tabla 15 Descripción Plan Parcial Moravia 
 Plan Parcial Moravía 
 
Polígono: Z1-MI-4 
Decreto: 1958/2006, 1978/2011 y 499/2012 
Iniciativa: Pública 
Localización: Se ubica en la zona nororiental, comuna 4, 





Generar condiciones de acceso a una 
vivienda y hábitat digno mediante un 
programa que propenda por el 
reasentamiento de población localizada en 
zonas de alto riesgo no recuperable y en 
áreas comprometidas por el proyecto 
urbano, contemplando varias alternativas 
de reasentamiento en el sitio o en otros 
sectores de la ciudad. 
Análisis normativo 
Área de planificación 187.948 m2 
Oferta de vivienda dentro del plan 
parcial 
El área de intervención estará conformada por dos (2) Unidades 
de Gestión de Interés Social-UGIS y por un (1) área de 
Regularización Integral de Predios-URIP en la cual se construirán 
6.985 unidades de VIP. 
Aprovechamientos de vis/vip 
6.985 unidades de VIP. 
Aprovechamientos de otra vivienda 
El plan parcial solo desarrolla VIP, no tiene otra tipología de 
vivienda 
Cronograma establecido 
El plan parcial tiene una vigencia de 6 años, en la cual iniciaría 
desde el año 2006 hasta e 2011, sin embargo, el plan parcial se 
encuentra en un proceso de revisión y ajuste. 
Análisis socioeconómico 
Número de viviendas  
Características de la población 
En un período de 10 años, Moravia mantiene y supera las 
condiciones poblacionales que tenía al inicio del plan parcial en 
cuanto a su crecimiento y definición como el barrio con mayor 
densidad de la ciudad, según perfil poblacional del DANE del año 
2013 está habitada por un total de 40.042 personas. La estructura 
de los grupos familiares está conformada en promedio por 4,7 
personas por hogar según Sisben del 2012. 
 
Estrato socioeconómico El estrato predominando en el barrio Moravia es 2 
Análisis de la gestión 
Metros cuadrados ejecutados Sin información 
Cumplimiento de vis/vip 
Con la ejecución del Plan Parcial se han construido 489 VIP, 
representados en dos proyectos habitacionales La Herradura y 
Álamos 
Cumplimiento de otros usos 
En espacio público efectivo se han construido 18.963 m2 y en no 
efectivo 15.789 m2, en equipamientos 
Iniciativa de ejecución Pública 
Fuente: Elaboración propia a partir de los decretos de adopción de los planes parciales y 
licencias de construcción. 




Luego de revisar en detalle cada uno de estos planes parciales, la siguiente tabla muestra el 
cronograma determinado y la meta definida año a año para el cumplimiento del total de 
vivienda establecido en cada plan parcial. 
Tabla 16 Cronograma y meta de vivienda en cada plan parcial 
Año Corazón de Jesús Guayaquil Mz Naranjal San Lorenzo* Guayaquil Pol 
2004 

















 2008 0 0 
 
210 
 2009 50 0 0 210 
 2010 0 0 0 210 4 
2011 29 0 0 210 7 
2012 55 0 0 210 11 
2013 3 0 0 210 18 
2014 11 21 21 0 15 
2015 13 0 0 0 10 
2016 47 0 47 0 4 
2017 19 0 47 0 4 
2018 10 0 47 0 1 
2019 0 0 34 0 0 
TOTAL 238 21 196 2070 74 
* Este plan parcial fue prorrogado en el año 2014 con la revisión del POT por lo tanto el cronograma inicia 
nuevamente en el año 2014 
  Año de aprobación 
      Año de finalización de la vigencia 
   Fuente: Elaboración propia a partir de los decretos de adopción de los planes parciales y 
licencias de construcción. 
 
El total de vivienda de estos planes parciales asciende a 2.599 unidades, de las cuales y 
teniendo en cuenta la gestión que se ha realizado en estos, a la fecha no se ha ejecutado ni 
cumplido con los metros cuadrados de vivienda definidos, si se hubiera cumplido con el 
cronograma y las metas identificadas al año 2015 se tendría el 90% de las viviendas que 
corresponde a  2.338. 
Si a estas cifras le sumamos los datos del plan parcial de Moravia los resultados serían los 
siguientes: 9.584 unidades de vivienda totales, de los cuales se han ejecutado solo el 5% que 




se encuentran representados en la ejecución que ha tenido el plan parcial de Moravia, el cual 
se podría decir que es un plan parcial especial, porque su gestión y ejecución principalmente 
de vivienda se han dado a través de los diferentes Planes de Desarrollo Municipal y no por el 
cumplimiento de una obligación o exigencia de la VIP, lo que hace que se siga desvirtuando 
el instrumento y la tipología de la vivienda. 
Si bien, este plan parcial ha logrado la construcción y adquisición de vivienda nueva y 
usada de interés prioritario, (en ese entonces VIS tipo 1) para el reasentamiento de 1.889 
grupos familiares del barrio Moravia según el (ISVIMED, 2015), aportando a la construcción 
de 489 soluciones de vivienda en la tipología de VIS/VIP (sin contar las construidas en el 
plan parcial de Pajarito), su costo de inversión estatal ha sido considerablemente alto, pues se 
ha tenido que invertir además de la construcción de este tipo de viviendas, en aspectos que no 
son característicos de los suelos de renovación, como lo son: Generación, recuperación, 
mejoramiento y consolidación de Espacio Público, monitoreo y actuación en Zonas de 
amenaza alta y riesgo no mitigable. Sin embargo, desde lo social ha tenido aciertos en el tema 
de protección a moradores, situación que demuestra que es posible generar proyectos más 
socioespaciales que fisicoespaciales. Pues por el tipo de población y características del 
territorio, ha sido necesaria la ejecución y puesta en marcha de proyectos que han permitido 
la legalización integral de predios y el fortalecimiento de una dinámica poblacional y 
habitacional con el reasentamiento de población  en VIP ya sea en Moravía, se han 
fortalecido las capacidades individuales, colectivas e institucionales con el desarrollo de 
proyectos como: mejoramiento de la salud sexual y reproductiva  del  barrio Moravia, se han 
mejorado los canales de información y comunicación con proyectos de comunicaciones para 
el desarrollo sociocultural del barrio Moravia y su área de influencia y por último, se ha 
fortalecido la democracia participativa y el diálogo socio – cultural con la puesta en marcha 




de la gerencia y gestión del Macroproyecto de mejoramiento Integral del Barrio Moravia y su 
área de influencia. 
A pesar de la ejecución de VIP con el desarrollo del Plan Parcial de Moravia, la oferta de 
vivienda en los Planes Parciales de Renovación Urbana sigue siendo menor y restringida para 
la VIS/VIP, constituyéndose en un contrasentido como franja o escenario de oportunidad para 
la localización de la vivienda social por la proximidad a los sistemas de transporte público y 
servicios sociales o colectivos que disminuyen los costos de la canasta familiar en vivienda. 
Ante esta situación que se ha presentado en los planes parciales objeto de esta exploración 
y análisis, se termina cuestionando el instrumento de planificación,  ¿es el plan parcial un 
instrumento apropiado para la oferta de VIS? Y esto recobra mayor valor tomando en 
consideración que hoy “aparece” un nuevo instrumento: el Macroproyecto.   
Por lo anterior, se puede concluir que las deficiencias en la evolución de la vivienda de 
interés social en los suelos de renovación se encuentran las siguientes falencias frente a la 
habilitación de suelo : i) ausencia en la calificación de suelo suficiente para desarrollar 
programas y proyectos de VIS en suelos de renovación, ii) los propietarios de los suelos de 
renovación no desarrollan su suelo con la destinación de VIS/VIP, iii) el sector privado 
constructor solo se ha involucrado seriamente en la construcción de esta clase de vivienda 
cuando se generó una crisis importante de construcción para los estratos más altos, pero no en 
los suelos de renovación, iv) dificultades para desarrollar la obligación de VIS y VIP, debido 
a la falta de mecanismos para controlar los precios del suelo, v) baja intervención del sector 
privado en el desarrollo de programas VIS/VIP en suelos de renovación. En términos 
generales, se observa una caída constante de las iniciaciones de vivienda, tanto VIS como 
VIP en los suelos de renovación. 




2.3 El rol de las entidades territoriales en la ejecución de VIS en suelos de 
renovación. 
Como se pudo observar en el numeral anterior, la ejecución de vivienda de interés social y 
prioritario en los suelos de renovación no ha tenido un avance significativo, de hecho ha sido 
nulo, lo que demuestra la falta de efectividad y el desinterés de las entidades territoriales en la 
habilitación de suelo para VIS, para aplicar los instrumentos de gestión del suelo establecidos 
por la Ley 388 de 1997, debido a la escasez de recursos y la ausencia de incentivos, de las 
entidades territoriales. 
Sus principales objetivos están relacionados con la aplicación de subsidios a la demanda 
pero que no llegan a aplicarse en los de suelos de renovación, situación que hace más difícil 
el desarrollo de proyectos de VIS/VIP en renovación y que evidencia la necesidad de la 
voluntad de la Administración pública para sacar adelante este tipo de proyectos en este tipo 
de suelos. 
Sin embargo, se han realizado intentos para desarrollar lineamientos de política y 
estrategias con el propósito de consolidarlos instrumentos para la habilitación de suelo de 
renovación y generación de oferta de vivienda, con énfasis en la Vivienda de Interés Social – 
VIS/VIP y que se describen a continuación: 
En respuesta a lo anterior, se identifican las principales entidades a nivel nacional y 
municipal que han estado relacionadas con el desarrollo de Vivienda de Interés Social y la 
Renovación Urbana en Medellín: 
A nivel Nacional, encontramos el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio que es la 
entidad pública del orden nacional que de acuerdo con las condiciones de acceso y 
financiación de vivienda, y de prestación de servicios públicos de agua potable y saneamiento 




básico, es responsable de formular, adoptar, dirigir, coordinar y ejecutar la política pública, 
planes y proyectos en materia de vivienda urbana, agua potable y saneamiento básico, 
desarrollo territorial y urbano planificado del país y de la consolidación del sistema de 
ciudades, con patrones de uso eficiente y sostenible del suelo (Ministerio de Vivienda, 2015). 
Este Ministerio en el año 2009 a través de la aprobación del Consejo Nacional de Política 
Económica y Social – CONPES- 3583, definió un plan de acción que permitirá promover 
procesos de producción de VIS a gran escala, con el propósito de facilitar el acceso al 
mercado formal del suelo y vivienda a la población de bajos ingresos, reducir el déficit 
habitacional del país y vincular al sector privado y propietarios del suelo en la gestión del 
suelo de renovación para VIS. Por lo anterior, el Ministerio decidió apoyar cuatro (4) 
proyectos piloto de renovación urbana, en los cuales se encontraba el Plan Parcial de 
Renovación de Naranjal para promover la implementación de proyectos de renovación y 
redensificación urbana que habilite suelo para Vivienda de Interés Social –VIS.  
A pesar del esfuerzo realizado por el Ministerio los resultados obtenidos fueron a nivel 
técnico, los cuales ayudaron a perfeccionar el Decreto de revisión y ajuste del plan parcial, 
pero no se obtuvieron logros relacionados con el desarrollo de VIS/VIP. 
Por parte de la Administración Municipal, el Decreto 833 de 2015,por el cual se adecúa la 
Estructura de la Administración Municipal de Medellín, las funciones de sus organismos, y 
dependencias, establece que la entidad encargada de oriental el desarrollo integral y la 
planificación del Municipio es el Departamento Administrativo de Planeación, razón por la 
cual es el ente encargado de formular, aprobar y gestionar los Planes de Ordenamiento 
Territorial y demás instrumentos como los planes parciales.  Por lo anterior, determinó que la 
gestión urbanística e inmobiliaria del Plan Parcial de Naranjal, una vez formulada y aprobada 
por el mismo, fuera desarrollada a través de la figura de un “Operador Urbano” y en virtud de 




ello se suscribieron tres convenios interadministrativos que se relacionan a en la tabla 17, con 
la Empresa de Desarrollo Urbano –EDU-, para que asumirá las funciones del Operador 
Urbano. 
 
Tabla 17 Descripción de Contratos celebrados ente DAP y EDU 




Convenio marco a través del cual la Empresa de 
Desarrollo Urbano actuará como operador urbano 
encargado de la gerencia y la coordinación social e 
inmobiliaria para la ejecución del plan parcial de 








Contrato interadministrativo para la gerencia y 
coordinación social e inmobiliaria para la ejecución del 
plan parcial de renovación urbana de Naranjal. 
4600034874 
de 2011 
Coordinación y administración como Operador Urbano 
de la segunda etapa del plan parcial de renovación urbana 
de Naranjal y Arrabal para la gestión y ejecución de 
proyectos sociales y de dinamización urbanística 
especialmente en las Unidades de Actuación Urbanística 
2 y 3. 




Contrato interadministrativo de administración delegada 
para la gestión e implementación del plan parcial de 
renovación urbana de Naranjal y Arrabal y sus 
instrumentos complementarios que permitan la 
concreción del modelo de ocupación del plan parcial, 




TOTAL  $ 11.926.577.666  
Fuente: Alcaldía de Medellín, Departamento Administrativo de Planeación 2015 
 
Esto último, es soportado por el mismo Decreto Municipal 883 de 2015 al establecerle a la 
EDU la gestión y operación urbana e inmobiliaria, el desarrollo, la ejecución, la asesoría y la 
consulta de planes, programas y proyectos urbanos e inmobiliarios, por esto y como 
complemento al proceso de gestión realizado bajo la ejecución de los contratos mencionados 
anteriormente, la EDU tramitó ante el Departamento Administrativo de Planeación la 
Resolución 265 de 2012, por medio de la cual se declara la existencia de condiciones de 
urgencia por motivos de utilidad pública e interés social, para la ejecución de las estrategias 
sociales, jurídicas y financieras del Plan Parcial de Renovación Urbana de Naranjal y Arrabal 
contenidas en el Decreto Municipal 1309 de 2009. 




La principal motivación de esta resolución fueron, los establecidos en los literales b), c) y 
l) del artículo 58 de la Ley 388 de 1997, referentes al desarrollo de vivienda de interés social, 
la rehabilitación de los inquilinatos, la ejecución de proyectos de renovación urbana, la 
provisión de espacios públicos urbanos y la ejecución de proyectos de urbanización y 
renovación urbana a través de la modalidad de unidades de actuación urbanística, mediante 
instrumentos de reajuste de tierras, integración inmobiliaria, respectivamente. 
Los resultados obtenidos por la Empresa de Desarrollo Urbano EDU como Operador 
Urbano del Plan Parcial, si bien permitieron la ejecución de un proyecto inmobiliario en la 
Unidad de Actuación 2, no se le dio cumplimiento a la principal motivación dela Resolución 
de utilidad público relacionadas con el numeral b)Desarrollo  de proyectos de vivienda de 
interés social, incluyendo los de legalización de títulos en urbanizaciones de hecho o ilegales 
diferentes a las contempladas en el artículo 53 de la Ley 9 de 1989, la rehabilitación de 
inquilinatos y la reubicación de asentamientos humanos ubicados en sectores de alto riesgo;
 La Resolución de utilidad pública, fue utilizado para iniciar la ejecución del plan 
parcial pero con vivienda de estrato alto, desplazando a sus moradores habituales y generando 
posiblemente una gentrificación. 
Por último, se encuentra el Instituto Social de Vivienda y Hábitat de Medellín, el cual 
igualmente el Decreto 883 de 2015 le estableció la responsabilidad de gerenciar las políticas 
y programas de vivienda y hábitat, conduciendo a la solución de las necesidades 
habitacionales, involucrando actores públicos, privados y comunitarios en la gestión y 
ejecución de proyectos de vivienda, así mismo, le establece la función de adelantar 
programas y proyectos de vivienda y hábitat en el marco de la renovación, utilizando los 
instrumentos de planeación, gestión del suelo con concordancia con el POT.  Por esto último, 
sus aportes al proceso de renovación y en relación con la vivienda de interés social, han 
estado enfocados en el Plan Parcial de San Lorenzo desde el año 2013 adelantando gestiones 




para promover su desarrollo, realizando procesos de diagnóstico en los componentes jurídico, 
técnico, financiero, económico y social de los predios vinculados al proyecto Plan Parcial y 
los moradores del sector, con el fin de determinar la viabilidad del mismo y las estrategias 
para ponerlo en marcha. 
Igual que la EDU, el ISVIMED también declaro las condiciones de urgencia por motivos 
de utilidad pública e interés social para San Lorenzo a través de la Resolución 173 de 2013, 
sin embargo dos años después no ha realizado ningún procedimiento de enajenación 
voluntaria y expropiación de conformidad con la Ley 388 de 1997, debido a que aún no han 
llegado a la viabilidad del proyecto. 
Como puede verse los esfuerzos mal o bien realizados por las entidades territoriales solo 
han estado concentrados en dos planes parciales (Naranjal y San Lorenzo) de cinco que hoy 
se encuentran aprobados, la razón principal debe ser a lo mejor porque estos fueron de 
iniciativa pública, aun así, no se han logrado alcanzar los objetivos para desarrollar la 
obligación de vivienda de interés social en los suelos de renovación. En general, las entidades 
territoriales no cuentan con los recursos suficientes para asegurar las inversiones en vivienda 
de interés social en los suelos de renovación, ni el Gobierno Nacional ha definido incentivos 
concretos articulados a programas sectoriales que complementen el esfuerzo local en la 
habilitación de suelo a través de los POT y los Planes de Desarrollo. 
 
2.4 La vivienda social como protección a moradores. 
Las condiciones de moradores que habitan en los suelos de renovación de Naranjal, San 
Lorenzo, Corazón de Jesús y Guayaquil Polígono y Manzana, desde el aspecto físico y social 
son bastante contradictorios.  Desde lo físico, están ubicados en las zonas mejores servidas de 
la ciudad, cuentan con servicios públicos domiciliarios, con una infraestructura que le permite 
acceder a los sistema de movilidad y a los principales servicios y comercio de la ciudad, sin 




embargo, desde lo social, los diagnósticos revisados en cada uno de los Documentos 
Técnicos de Soporte de éstos planes parciales, determinaron que las condiciones de sus 
habitantes se caracterizan por estar en vulnerabilidad, debido a que pertenecen a estratos 
socioeconómicos bajos un alto porcentaje de sus habitantes son arrendatarios, presentan un 
nivel educativo bajo, situación que indica que sus ingresos son bajos o hasta inexistentes, los 
hogares están conformados por más de un núcleo familiar, lo que demuestra la existencia de 
madres cabeza de familia, estas condiciones de vulnerabilidad y que son las principales 
características de la población que habita en estos suelos de renovación, empiezan a 
convertirse en los principales factores de desplazamiento una vez se inicie la ejecución de los 
procesos de renovación, por el simple hecho de que por sus condiciones sociales no son capaz 
de responder a los estándares comunes de la renovación (cambio de estratificación, mejores 
calidades espaciales, aumento en el costo de servicios, especulación en el precio del suelo, 
cambio de usos, segregación social, etc.)En síntesis, los procesos de renovación urbana 
manifiesta una clara tendencia a la expulsión, si no de la totalidad de la población actual del 
sector, si de una mayoría. 
Uno de los dilemas que se pudo identificar de la renovación urbana, como su nombre lo 
indica, es la transformación físico espacial de su estructura urbana; y dentro de este cambio, 
el aspecto social juega un papel trascendental. En este sentido, y teniendo en cuenta que los 
planes parciales revisados establecieron dentro de sus objetivos y obligaciones el 
cumplimiento de Vivienda de Interés Social y Prioritaria, como un medio para lograr la 
protección a moradores y evitar el desplazamiento de los mismos, se propone que estos 
desarrollos habitacionales atiendan la demanda de la población que hoy habita en estos 
territorios.  
Sin embargo, al iniciar la gestión de los planes parciales de renovación y por las mismas 
contradicciones que se expusieron al principio de éste numeral, estas familias ni siquiera 




encajan en los cánones de la VIS/VIP, pues su ubicación en zonas estratégicas y bien 
localizadas de la ciudad le determinan una puntuación del SISBEN y estratificación 
socioeconómica relativamente media-alta, no están ubicados en zonas de alto riesgo, no es 
población desplazada, que son las principales condiciones que tienen en cuenta las entidades 
territoriales a la hora de otorgar un subsidio de vivienda.   
Por esta razón y como un imperativo de las políticas de desarrollo territorial y del modelo 
de ciudad, se debe establecer en los ámbitos de renovación urbana alternativas habitacionales 
e inmobiliarias que le permitan a la población actualmente moradora opciones y 
oportunidades para mejorar las condiciones de habitabilidad, en consecuencia, en protección 
a los moradores por razones de equidad con fundamento en los principios de renovación, las 
entidades territoriales en ejercicio de la función pública del urbanismo para el logro de los 
objetivos de calidad de vida urbana e integración socioespacial, deberían omitir las 
condiciones generales que siempre se aplican en el otorgamiento de subsidios y establecer 
para las familias moradoras de los suelos de renovación una línea directa para que sean estas 
las beneficiarias con respecto a la obligación de construcción de vivienda de interés social y 
prioritaria en estos polígonos de renovación y así hacer de estas viviendas un mecanismo de 
protección a moradores. 
Para esto se requiere de voluntad política, de formular y adoptar una política de protección 
a moradores que vincule estos aspectos en sus lineamientos, generar procesos de 
acompañamiento social a las familias, brindar atención especial e individualizada a todos los 
casos particulares,  informar a la población sobre los derechos y deberes que les confiere su 
condición y permitir que se integren a la vivienda de interés social y prioritaria.  
 




III. CAPITULO Tres: Aproximaciones metodológicas para su concreción 
y aporte a una política de protección a moradores 
Los procesos de intervención y gestión que se han venido desarrollando en la ciudad a lo 
largo de la ejecución del Plan de Ordenamiento Territorial y sus procesos de renovación, ha 
conllevado en algunos ocasiones en rupturas en la estructura social, económica y cultural de 
las comunidades. 
Las afectaciones de la transformación urbana con mayores y más variados aspectos a 
considerar son las relacionadas con la ruptura del tejido social, justamente porque es este el 
que se constituye como base del modo de vida de las comunidades de una manera específica 
en el territorio. 
En el marco de lo anterior y con el propósito de enfrentar las complejidades propias de los 
procesos de trasformación y desarrollo en los suelos de renovación, se propone definir una 
metodología donde se articulen procesos técnicos, jurídicos y sociales que permitan definir 
lineamientos de intervención que ayudarán a avanzar hacia la formulación y adopción de una 
Política Pública para la protección a moradores.  
Tener una ruta de intervención en los suelos de renovación bajo una metodología permitirá 
como mínimo estructurar procesos razonables, que atiendan las necesidades y demandas de 
las comunidades, pero también servirá como insumo para la formulación de la Política 
Publica de Protección a Moradores, la cual será un proceso en el cual se identifiquen acciones 
y decisiones por parte del Estado y de las comunidades intervenidas en la definición del 
problema a resolver y de los medios para resolverlo. 
Para esto, se propone los siguientes lineamientos como una aproximación metodológica 
para ser trabajados y abordados en los procesos de renovación que permita la protección a 
moradores y que sean insumos para la formulación y aprobación de una política pública no 




solo de vivienda sino también de protección a moradores. Y se propone que sea a través de 
políticas públicas para que éstas sean transversales en las Administraciones Públicas, para 
que se le asigne presupuesto y responsables que coordinen y lideren su ejecución, para que 
sea la misma ciudadanía quien defina las soluciones a los problemas y los lineamientos y 
parámetros de su funcionamiento.  
Aproximación Metodológica 
Los procesos de transformación que se realicen bajo el esquema de la renovación urbana, 
requiere de un trabajo permanente de promoción y acompañamiento individual, familiar, 
comunitario y organizativo, lo que permitirá facilitar y viabilizar el diagnostico, formulación 
y posterior intervención de las problemáticas socioeconómicas y de habitabilidad que estarían 
incluidas en los proyectos sociales que les darían atención y solución alrededor de las 
condiciones que determine la renovación, es por esto que el gráfico 8 presenta las etapas y 
actividades que se deben desarrollar para intervenir en los suelos de renovación y lograr que 
los moradores sean partícipes y protagonistas de los procesos de transformación en estos 
suelos de renovación, lo anterior, como una aproximación metodológica. Esto se desarrolla 
con base a la experiencia recogida en estos nueve años de trabajo en la Unidad de 
Instrumentos de Gestión del Suelo del Departamento Administrativo de Planeación y del 
proceso de aprendizaje en el trascurso de la Maestría en Estudios Urbano Regionales. 
 





Gráfico 8 Proceso de intervención en los suelos de renovación  
Fuente: Elaboración propia 
 
1. Etapa de Formulación: Esta epata tiene un alcance preparatorio, al construir una línea 
base para la siguiente etapa de gestión, en la cual se logre una caracterización social, 
económica y cultural de la población que se encuentra en los polígonos de renovación, para 
avanzar en la identificación de población vulnerable objeto de protección a moradores, 
además de una identificación y caracterización de los actores participantes en la intervención 
del territorio.  
Esta epata está diseñada para la identificación de los problemas sociales, culturales, 
económicos de la población, pues su propósito debe ser el reconocimiento colectivo frente a 
los procesos de renovación que pueden ser considerados como problemáticos y expulsivos de 
población, por lo tanto requiere del compromiso y liderazgo de la Administración y de la 
discusión participativa de la comunidad para que tanto el proceso de formulación como de 
implementación de estos suelos de renovación sean exitosos.   
En esta etapa es trascendental el desarrollo de las siguientes actividades:  




• Sondeo de población y actividades económicas: saber quiénes son, cuántos son, en 
qué condiciones están, ayuda a identificar mejor la población, especialmente la que se 
encuentra ocupando unidades de viviendas que pueden llegar a ser parte de la 
demanda de vivienda social en los suelos de renovación. Esta información se puede 
extraer a partir de fuentes de información secundarias confiables como Sisben, 
Encuesta de Calidad de Vida, Instalaciones de Energía, datos catastrales, etc. 
• Identificación de Programas, Proyectos y Estrategias: de acuerdo a los resultados del 
sondeo anterior, perfilar proyectos de intervención acorde a la población y en clave a 
la protección de los moradores. 
• Identificación del porcentaje obligatorio de VIP: todos los polígonos de renovación de 
acuerdo a la norma, tienen una exigencia de VIP que se debe de cumplir con la 
ejecución del plan parcial, la cual preferiblemente, debe beneficiar a las personas que 
habitan en estos suelos de renovación, por lo anterior, dicha exigencia debe ser 
calculable en metros cuadrados y en total de unidades de viviendas para ser 
constatados con el número de familias identificados en el sondeo de población y 
empezar un proceso de gestión para que dichas familias accedan a están viviendas 
como un mecanismo de protección a moradores.   
• Pre-definición de costos sociales de la intervención: de acuerdo a los resultados del 
sondeo anterior, se puede empezar a realizar cálculos sobre posibles compensaciones, 
capitales semillas, cargas sociales, subsidios, etc. que son indispensable aplicar en el 
proceso de ejecución de los planes parciales para minimizar en lo posible los impactos 
de intervención. 
• Presupuesto (identificación de fuentes de financiación): identificar que posibles 
entidades del orden público, privado o mixta se podrían vincular  para la ejecución de 
proyectos, así mismo, comprometer desde el inicio de la formulación, la entidad 




responsable del tema de vivienda municipal, en el caso de Medellín el ISVIMED, de 
tal manera que se vincule la población que reside en los suelos de renovación que 
puedan ser los posibles beneficiarios de la vivienda social. Igualmente, es importante 
trabajar con las familias el tema del ahorro programado, capital semilla y/o cualquier 
otro tipo de ahorro que sirva para que las familias se vinculen a la oferta de vivienda. 
• Escenarios de intervención: identificar el número de familiar y/o personas que puedan 
ser beneficiadas de la vivienda de interés social y de la prioritaria, esto debido a que 
su tratamiento es diferencial. 
• Mapa de Actores: perfilar un mapa de actores con experiencia en procesos de gestión 
en el que se plasmen las responsabilidades, roles, actividades en función del proceso 
de ejecución del plan parcial y del desarrollo de vivienda social. 
• Acercamiento con organizaciones comunitarias y líderes representativos: contar con el 
aval de las organizaciones sociales garantizan el éxito de una intervención física, por 
tal motivo, tener en asocio a este tipo de entidades ayudara a perfilar proyectos de 
intervención social más acertados, tener un control en la línea base de la población a 
atender y hacer seguimiento y evaluación al proceso.   
• Coordinación y acompañamiento interinstitucional: la institucionalidad debe ser quien 
lidere estos procesos de intervención en los suelos de renovación como garantía de 
proteger los derechos de la población.   
 
2. Etapa de gestión: la etapa de gestión puede ser entendida como un ejercicio que 
comprende la definición colectiva y participativa del proceso de intervención con una 
variedad de actores de diferente naturaleza, así como gestión de las estrategias identificadas 
en la etapa de formulación. Esta etapa tiene dos propósitos fundamentales. En primer lugar, 
buscará incorporar las estrategias y alternativas de solución a los problemas de la renovación 




en la agenda y presupuesto municipal. En segundo lugar, tiene como propósito construir el 
diseño metodológico y operativo por medio del cual se llevará a cabo lo consignado en la 
etapa de formulación.  Las actividades a desarrollar y que conllevaran a la definición de 
acciones para la intervención son:  
• Socialización del proyecto: una vez acotada la etapa de formulación en la cual se 
identificó la población objeto que hace parte del área de intervención, se definieron 
los perfiles de programas, proyectos y estrategias y se realizó una simulación 
financiera del proyecto, es indispensable disponer de recursos específicos y estrategias 
de comunicación social para sensibilizar a la comunidad, difundir el proyecto de 
renovación y garantizar la cobertura y familiaridad con el desarrollo y gestión del 
mismo. 
• Levantamiento y validación con comunidad del censo socioeconómico: en la etapa de 
formulación y de acuerdo a información secundaria se realiza un sondeo de la 
población, sin embargo, como las dinámicas sociales son cambiantes y en ocasiones 
las etapas de formulación y gestión no son consiguientes, en indispensable que en esta 
etapa de gestión, que es el momento de inicio de  la intervención, se realice un 
levantamiento de la información a través de un censo, se crucen los resultados de la 
etapa 1 con esta etapa 2 y se ajusten los desfases y se valide con la comunidad la línea 
base población de actuación con el propósito de tener una concreción e identificación 
real de la población.  De esta manera se estaría incluyendo a toda la población y 
evitando dejar por fuera a los mismos. 
• Realización de simulaciones financieras y presupuestación financiera de protección a 
moradores: de acuerdo a la pre definición de costos sociales realizada en la primera 
etapa y con la concreción e identificación real de la población se realiza una 
simulación financiera que ayude a conocer el valor total del proyecto de intervención, 




en el cual deben estar descritas las actividades que ayuden a financiar el desarrollo y 
cumplimiento de la vivienda social. 
• Identificación de población vulnerable (matriz de vulnerabilidad): con base en el 
censo socioeconómico realizado y con las validaciones que se llevaron a cabo, se debe 
estructurar una metodología para calificar el nivel de vulnerabilidad de las personas y 
familias en alto, medio o bajo, especialmente de la población de las unidades de 
viviendas de acuerdo a las intervenciones a realizar en los suelos de renovación. Esta 
herramienta ayudará a identificar la población que requiere mayor atención y 
protección y que por sus condiciones deberán ser objeto de vivienda de interés 
prioritario.  
• Definición de acciones específicas. definir y concertar las condiciones sociales 
necesarias para el reasentamiento de las unidades económicas y de viviendas que se 
requieran, a causa de las intervenciones urbanas producidas dentro del proceso de 
renovación, en los proyectos sociales identificados para estos casos. Así mismo, se 
deben definir y aplicar estrategias de transición que les permita a los moradores que 
realizan actividades prohibidas y/o restringidas, según los uso del suelo, preparar su 
plan de reasentamiento o reubicación de manera que se minimicen los impactos que 
dichos traslados puedan ocasionar. 
• Definición y ubicación definitiva de los proyectos inmobiliarios y sociales que 
caracterizan la renovación: para iniciar el proceso de gestión, se debe contar con 
estrategias preliminares que ayuden a definir la ubicación de los proyectos 
inmobiliarios y sociales a desarrollar, acordes con sus condiciones y en garantía de 
sus derechos. Este proceso se debe de realizar con el acompañamiento de las 
comunidades.  




• Identificación afectaciones prediales para calificación de la obligación de VIP: en la 
etapa de formulación se identificaron los metros cuadrados necesarios para el 
cumplimiento de la obligación de VIP, en esta etapa se debe de identificar la 
metodología para hacer efectiva dicha obligación, ya sea a través de proyectos 
inmobiliario en el sector de renovación o por fuera de ella o a través de compra de 
derechos fiduciarios. En todo caso, este proceso es fundamental que se realice con las 
entidades públicas y/o con el operador urbano del plan parcial, de tal manera que se 
garantice el acceso de la población más vulnerable a este tipo de ofertas de vivienda y 
no que queda para la demanda del mercado.  Si el cumplimiento se realiza al interior 
del área de planificación del suelo de renovación, se deben de utilizar las herramientas 
posibles como anuncio de proyectos o declaratorias de suelos de utilidad publica que 
garanticen al acceso al precio del suelo. 
• Asignación de un Operador Urbano con experiencia inmobiliaria pero con sentido 
social: para garantizar la ejecución del plan parcial de renovación y en especial el 
desarrollo de VIP con la implementación de la política de protección a moradores, se 
deberá contar con un Operador Urbano preferiblemente de carácter público por la 
complejidad social que caracteriza estos suelos de renovación. El operador urbano se 
debe encaminar a implementar y desarrollar aparte de estrategias inmobiliarias, 
estrategias sociales que permitan conciliar los diversos intereses y mitigar los 
impactos que se producen con las intervenciones urbanas.   
• Presencia activa institucional del operador urbano a través de la instalación de una 
oficina local o zonal, encargada del acompañamiento y fortalecimiento comunitario en 
el lugar específico donde se desarrolla la renovación: al igual que la etapa anterior, la 
institucionalidad debe ser quien lidere estos procesos de intervención en los suelos de 
renovación como garantía de proteger los derechos de la población.   






     3. Etapa de Negociación e Implementación: Habiendo caracterizado la población, 
identificado los principales problemas de los mismos frente a los procesos de renovación y 
sus posibles estrategias de intervención,  el paso a seguir es la etapa de negociación e 
implementación, la cual se refiere básicamente a la puesta en marcha y ejecución de las 
acciones mediante las cuales se va interviniendo los suelos de renovación a partir de los 
resultados de los ejercicios participativos desarrollados en las etapas anteriores, para su 
desarrollo se implementaran las siguientes actividades: 
 
• Realizar, previamente al inicio de la intervención técnica y urbanística, un trabajo de 
campo para la elaboración y/o ajuste del estudio socioeconómico: los trabajos de 
campos siempre permitirán tener un contacto permanente con la comunidad al igual 
que permitirán realizar ajustes necesarios e iniciar procesos de negociación con los 
moradores. 
• Implementación de programas, Proyectos y Estrategias para la protección a 
moradores: poner en marcha los proyectos de intervención acorde a la población y en 
clave a la protección de los moradores. 
• Vinculación de las familias moradoras a los proyectos de VIS/VIP estableciendo 
condiciones y requisitos diferentes a los tradicionales para acceder a la vivienda y a 
los subsidios: Realizar un acompañamiento social al proceso de acercamiento y 
socialización para la definición de acuerdos y postulación de familias no propietarias 
a ser beneficiadas de las soluciones de vivienda bajo las modalidades de: Vivienda de 
Interés Prioritario – VIP; Vivienda de Interés Social – VIS; y Vivienda de Interés 
Social de Renovación Urbana – VISRU 
• Conformar y aplicar un esquema social y participativo centrado en la definición de los 
“grupos meta por proyectos sociales específicos”, como mecanismo social que 




permite asegurar el agrupamiento de los beneficiarios de los proyectos sociales según 
el nivel de arraigo, tenencia y vulnerabilidad. 
• Promocionar la creación de un esquema de participación social fundamentado en la 
organización de mesas de trabajo que, en representación de los grupos meta por 
proyectos sociales específicos, se convertirían en los “Comités Sectoriales de 
Participación - CSP” donde se socializan, discuten y concertan los procedimientos y 
beneficios sociales del área de intervención 
 
     Para llevar a cabo estas tres etapas que permitirán intervenir los suelos de renovación bajo 
una política de protección a moradores, es necesario la puesta en marcha de una estrategia 
pedagógica, la cual debe tener como base la participación incluyente de todos los actores 
involucrados en los suelos de renovación.  En este sentido la participación activa no solo de 
los propietarios, sino también de los arrendatarios, poseedores y/o tenedores, trabajadores, 
ambulantes y comunidad organizada es un propósito esencial de la estrategia pedagógica, 
pues se requiere de la discusión de interese comunes sobre aquello que  debe ser protegido en 
los procesos de renovación, cómo debe ser protegido y a quienes se debe de proteger. 
  




IV. CAPITULO CUATRO: Reflexiones Finales. 
Comprender que el acceso a la vivienda configura una de las estrategias más importantes 
del desarrollo social, es conocer que para satisfacer está necesidad también se requieren 
avances conexos en otras dimensiones fundamentales del bienestar, y por ende en el 
crecimiento económico y en el desarrollo de un territorio. 
En tal sentido, desde el marco normativo vigente en Colombia y la suscripción de Pactos 
Internacionales, es deber del Estado “garantizar el derecho a la vivienda de los hogares de 
menores ingresos5”, razón por la cual se deberán ofertar las soluciones habitacionales según 
el tipo y precio máximo definido en el correspondiente Plan de Desarrollo Nacional, además 
de considerar las características del déficit habitacional, las necesidades básicas insatisfechas, 
estudios de ingresos y gastos, entre otros aspectos.  
Sin embargo, después de la mirada realizada a los aspectos generales de la vivienda social 
y su articulación en los procesos de renovación, de acuerdo con Fique(2006) este derecho al 
que se hizo alusión anteriormente de la vivienda digna, en nuestro sistema sigue siendo un 
ideal plasmado en el papel. A pesar que, de manera reiterada, la mayoría de los planes de 
desarrollo de cada gobierno asumen dentro de las prioridades de inversión, el tema de la 
construcción de vivienda, como sector impulsador de la economía y como política para la 
disminución del déficit habitacional, tanto a nivel nacional como local se ha avanzado poco 
respecto a la corrección de este déficit habitacional que, antes por lo contrario, cada vez 
aumenta. En Medellín por ejemplo, y de acuerdo a la información suministrada por el DAP 
2015, a diciembre de 2014 se registra un déficit acumulado de vivienda en 23.470 hogares, 
clasificados en el Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas 
Sociales (SISBEN), que habitan viviendas clasificadas en los estratos socio económicos 1, 2 
y 3. Del total de los hogares clasificados en el Sisbén, el 4.96% se encuentran en déficit.  
                                                 
5 Artículo 91 de la ley 388 de 1997 





Ante este panorama de crecimiento constante del déficit habitacional y la inaplicabilidad 
de los instrumentos y políticas existentes para desarrollar programas de vivienda de interés 
social en especial en suelos de renovación que incluyan una política de protección a 
moradores, el derecho a la vivienda digna se convierte cada vez más en un sueño 
inalcanzable.  
Aunque se han desarrollado viviendas de interés social y prioritario, pero 
desafortunadamente y de acuerdo con lo analizado, no se han desarrollado en los suelos de 
renovación, por lo anterior, se puede concluir entonces, que no han sido una solución integral 
para la vida de las personas que habitan estos suelos de renovación.  La construcción de las 
viviendas de interés social y prioritario se ha dado principalmente en los suelos de expansión, 
en los suelos de mejoramiento integral como el caso de Moravia y algunas pocas en los 
suelos de consolidación, sin embargo, como bien fue evaluada por la investigación realizada 
por la Alcaldía de Medellín en el año 2014, estas viviendas no han contado con los elementos 
de habitabilidad que permitan interactuar de modo eficiente y suficiente con el entorno y la 
población que las habitan. 
La calidad de este tipo de vivienda, por el tipo de solución que son, por el tipo de personas 
a las que están dirigidas, deben cumplir con calidades en términos de cualidades físicas, 
espaciales y de relaciones que permitan generar con la ciudad, y este tipo de condiciones de 
alguna manera están generadas especialmente en los suelos de renovación y a la fecha se ha 
perdido la oportunidad o no se han generado las gestiones necesarias para alcanzar el 
desarrollo de estas soluciones de vivienda en estos tipos de suelos. 
Esta misma investigación permitió identificar que la construcción de vivienda 
especialmente de interés social, se ha convertido en un motor para el crecimiento del sector 
inmobiliario, pero ha dejado relegadas las necesidades básicas de habitabilidad de las 




personas que las necesitan, permitiendo la precarización de la vivienda y trasladando el costo 
de su mejoramiento a sus propietarios y parte de los costos de espacios públicos y 
equipamientos a la administración municipal por los déficit que están incorporados en el 
diseños de los proyectos y en la gestión del suelo para VIS. 
Por lo anterior, los objetivos planteados en los discursos del desarrollo, la disminución del 
déficit habitacional, la mezcla de estratos socioeconómicos, no serán realizables si el tema de 
la vivienda de interés social en los suelos de renovación sigue girando alrededor de los 
siguientes dilemas que fueron identificados con la realización del presente trabajo analítico:  
 La consideración de la vivienda de interés social desde una política de mercado 
(vivienda social = a mercancía) y no desde una política social. 
 El desarrollo de una política de vivienda, mas no de una política social de vivienda 
 La inoperancia de los sistemas de financiación y el consecuente borramiento del 
sector financiero como ente que promueve la construcción y la adquisición de 
vivienda de interés social. 
 La inexistencia de una política que garantice la disponibilidad de suelo especialmente 
de renovación para VIS. 
 El gobierno se ha centrado en desarrollar políticas de construcción de viviendas y de 
entregas de subsidios, sin incurrir en elementos de habitabilidad que interactúen de 
modo eficiente y suficiente con el entorno especialmente con aquellos suelos de 
renovación. 
 En los Planes de Desarrollo Municipal se establecen metas altas de viviendas y de 
difícil cumplimiento, que para lograrlas terminan vulnerando los derechos de los 
habitantes tradicionales o desarrollándolas en los bordes de la ciudad.  




 Un modelo de gestión inadecuado tanto en el Sistema Habitacional como en la 
Gestión del Suelo: Este surge por las severas limitaciones en las condiciones 
normativas en aspectos de regulación, provisión y control del componente suelo. 
 La oferta de vivienda en los Planes Parciales de Renovación Urbana  es menor y 
restringida para la VIS/VIP, constituyéndose en un contrasentido 
 Pretender hacer VIP en renovación expropiando a valor comercial, limita los precios 
del metro cuadrado de venta.  
 Baja capacidad en la generación de alianzas y acuerdos institucionales entre 
autoridades ambientales, de planeación y movilidad metropolitanas y regionales para 
la gestión de viviendas sociales en los suelos de renovación. 
Para tratar de hacerle frente a estos dilemas de la vivienda en los suelos de renovación y 
convertir este tipo de vivienda en un medio para protección a moradores, se debe cambiar el 
paradigma conceptual que se tiene sobre la vivienda de interés social y los suelos de 
renovación.   
En primer lugar, la vivienda de interés social se debe constituir en una prioridad para la 
cohesión social y territorial, que permita promover el acceso a la vivienda digna para todos. 
Así mismo, la vivienda social no podrá seguir considerándose como una mercancía, es una 
obligación que se le reconozca su carácter social, de manera que su producción no se mida 
exclusivamente en términos de rentabilidad económica. Seguido de esto, es claro que 
mientras el fin de la renovación urbana no sea el mejoramiento de las condiciones de un 
barrio o un sector para lograr su revitalización a partir de la generación de nuevas y mejores 
condiciones para sus habitantes, los impactos negativos sobre la población tradicional 
seguirán caracterizando estos procesos de renovación. 
Por lo anteriormente expuesto, el tema de la VIS/VIP en los suelos de renovación se debe 
garantizar el cumplimiento a los porcentajes obligatorios por la normativa y así atender la 




demanda municipal de vivienda en los diferentes estratos, estimada mediante proyecciones al 
año 2030 de 70.546 viviendas. Igualmente, debe abordarse a partir de un esquema de 
inversión social estatal, promoviendo políticas sociales de vivienda y no simples políticas de 
viviendas soportadas en el único instrumento del subsidio de demanda, se debe subsidiar 
igualmente a los diferentes agentes constructores y financieros, a fin de que éstos encuentren 
en la VIS un mercado interesante y la población que se encuentra morando en los suelos de 
renovación no se debe medir y tratar con las mismas condiciones de la demás demanda, pues 
de lo contrario estas familias no encajarían en los subsidios y mucho menos en ser 
beneficiarios de este tipo de viviendas. 
La financiación para la construcción y la adquisición de VIS/VIP en los suelos de 
renovación debe dimensionarse como una actividad que significa un buen negocio, tanto en 
términos de rentabilidad monetaria como en términos sociales, pues el problema no es sólo la 
insuficiencia del recurso nacional destinado a subsidios como el único fin para lograr 
desarrollar vivienda de interés social y prioritario, también es la imposibilidad real de aplicar 
los instrumentos de gestión tanto sociales como económicos y financieros para generar suelo 
urbanizable para este tipo de vivienda, por eso, la oferta de vivienda de interés social y 
prioritario es cada vez menor para las familias que se encuentran en suelos de renovación 
demandantes de vivienda, que respondan a las necesidades y modos de acceso a cada familia 
en cumplimiento del principio de protección a moradores entre otros. 
Esta orientación entonces, la debe iniciar el Estado, a través de establecer políticas claras y 
constructivas de un sistema que sea sólido en lo jurídico, en lo económico financiero y en lo 
social, y que garantice la permanencia, seguridad y beneficio de cada uno de los actores 
involucrados en la producción y adquisición de VIS en suelos de renovación, seguido de esto 
deben establecerse lineamientos y estrategias de intervención social que sean incluidas en una 




política de protección a moradores para su efectivo cumplimiento y que permitan el acceso de 
la población allí asentada, a la transformación física dada por la renovación. 
Es por esto, que para que existan verdaderas oportunidades de inclusión de VIS/VIP en 
suelos de renovación es fundamental entender que la tarea de la renovación urbana, no debe 
comprender exclusivamente aspectos físico espaciales, sino que se trata además de procesos 
de transformación social, económica y cultural, donde se vincule a la población en su 
transformación y se le permite al acceso a todos sus beneficios incluidos en la vivienda. Para 
esto y de acuerdo a las experiencias revisadas en los planes parciales que hoy están adoptados 
y tienen una ejecución, debe existir un actor público con una fuerte voluntad política para que 
no sea potestad de la Administración de turno y de esta manera asegurar la función pública 
del urbanismo que determina la ley. Que se definan sectores de renovación urbana más 
apropiados para incluir proyectos de VIS/VIP, no todos los sectores de renovación urbana 
permiten que estos proyectos funcionen, hay que hacer una selección y una planificación 
acertada de cuáles son las vocaciones de cada sector para poder albergar la vivienda de 
interés social y permitir que su población sea la real beneficiaria de este tipo de proyectos 
inmobiliarios. 
Obviamente si se le deja todo al mercado y al sector privado, como se ha realizado hasta el 
momento, esto no puede lograrse, pues al privado y no es su función, no le interesa generar 
vivienda para la población más vulnerable o para aquella que simplemente no puede acceder 
a ella por sus condiciones sociales. Es por esto que no se ha generado una participación activa 
del sector privado en proyectos de renovación urbana, pero también debido a la falta de 
incentivos adicionales a la exención tributaria creada a través de la Ley 788 de 2002, así 
como a la ausencia de incentivos para que el Sistema  Financiero de Vivienda y los recursos 
de promoción de oferta de las Cajas de Compensación Familiar se apliquen en proyectos de 
renovación. Es clave entonces, la participación de todos los actores que tienen la función de 




garantizar la oferta de suelo, las entidades municipales, las cajas de compensación, la 
interacción entre sector público y privado y la misma comunidad, esto debe ser una 
construcción colectiva. 
Por último, si bien se ha demostrado la importancia de utilizar los suelos de renovación 
con la implementación de VIS/VIP, su ejecución debe ir en procura de una protección a 
moradores, en la cual se protejan las diferentes dimensiones que están presentes en los seres 
humanos.  Desde lo sociocultural, respetando las características socioculturales de la 
población, conservando su memoria y sus contextos diferenciales, manteniendo sus tejidos 
sociales, fortaleciendo sus capacidades participativas y de hacer comunidad. Desde lo 
económico, fortaleciendo sus tejidos económicos y sus formas de producción, permitiéndoles 
el acceso a bienes y servicios de calidad.  Desde lo físico espacial, aumentar o conservar su 
patrimonio familiar, generar una ocupación del suelo con espacios públicos dignos, con un 
hábitat sostenible y de acceso para todos y desde lo ambiental, protegerlos del riesgo y de la 
vulnerabilidad. Con estas características lograremos una renovación basada en el respeto de 
las personas, evitando la gentrificación y lo más importante permitiéndoles su permanecía y 
goce y disfrute de los servicios y beneficios de estos suelos de renovación que son los 
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